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Editorial

La violencia política contra las mujeres en razón de géne-
ro sin duda ha existido desde el inicio de la participación 
de la mujer en la vida pública, solamente que anterior-

mente no era reconocida ni había sido definida y mucho menos 
existía alguna consecuencia o sanción para quien la ejercía. Lo 
anterior, fue evolucionado de manera gradual, el primer paso 
que podemos destacar fue la emisión del Protocolo para atender 
la Violencia Política contra las Mujeres1, el cual fue resultado 
de un esfuerzo interinstitucional, que sirvió como referente de 
actuación que surge precisamente ante la ausencia normativa, 
con el cual se buscó establecer la forma en la que serían atendi-
dos los casos de VPG que se presentaran.

	 Fue con la reforma publicada el 13 de abril de 2020 que 
se modificaron un total de 8 Leyes Generales2 cuando se definió 
a la violencia política contra las mujeres en razón de género 
como toda acción u omisión, incluida la tolerancia, basada en 
elementos de género y ejercida dentro de la esfera pública o 
privada, que tenga por objeto o resultado limitar, anular o me-
noscabar el ejercicio efectivo de los derechos políticos y elec-
torales de una o varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio 
de las atribuciones inherentes a su cargo, labor o actividad, el 
libre desarrollo de la función pública, la toma de decisiones, la 
libertad de organización, así como el acceso y ejercicio a las 
prerrogativas, tratándose de precandidaturas, candidaturas, 
funciones o cargos públicos del mismo tipo.  

1	 En adelante VPG

2	 Entre las que se encuentran Ley General de Acceso de las Mujeres a una vida Libre de Violencia; 
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales; Ley General del Sistema de Medios 
de Impugnación en Materia Electoral; Ley General de Partidos Políticos, así como la Ley General 
En Materia De Delitos Electorales
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	 Estableciéndose además las conductas que sería consi-
deradas como VPG, las autoridades encargadas de sancionarla, 
así como el procedimiento que debería de seguirse para ello, 
el cual en la vía administrativa es el procedimiento especial 
sancionador, en el cual los Organismos Públicos Electorales 
Locales (OPL), tenemos la importante atribución de sustanciar 
cada uno de los expedientes conformados con motivo de las 
quejas presentadas por este deleznable fenómeno que impide a 
las mujeres ejercer sus derechos político electorales en un am-
biente libre de violencia y en algunos casos como en Querétaro 
y Chiapas de resolverlos.

	 Por lo anterior, en este número de la Revista además de 
celebrar los primeros 19 años de Fundación de la Asociación 
Mexicana de Consejeras Estatales Electorales AMCEE, en los 
que se han realizado innumerables acciones en favor de la par-
ticipación política de las mujeres y de la igualdad sustantiva, 
precisamente buscando que dicha participación sea en espacios 
libres de violencia, por lo que en esta edición se exponen las 
primeras experiencias de los Institutos Electorales Locales en la 
atención de casos de VPG que se les han presentado, señalando 
los logros pero también los retos a los que se han enfrentado, con 
lo cual podremos apreciar que si bien la reforma constituyó un 
gran avance para prevenir, atender y erradicar la violencia polí-
tica contra las mujeres en razón de género, también es cierto que 
existen varias áreas de oportunidad que se pueden mejorar tanto 
en la normativa, como en el desarrollo de los propios procedi-
mientos para lograr sanciones más eficaces y oportunas con lo 
cual verdaderamente se logre desalentar este tipo de conductas.  

Mtra. Viridiana Villaseñor Aguirre
Consejera Electoral del IEM

y Presidenta del Comité Editorial
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Presentación

 Olga Viridiana Maciel Sánchez 
Presidenta del Consejo Directivo Nacional 
de la Asociación Mexicana de Consejeras 

Estatales Electorales 

El periodo de la independencia de México inició en el año 
de 1810 y terminó el 27 de septiembre de 1821 (Mé-
xico), posteriormente el nombre oficial de nuestro país 

surge en la Constitución de 1824, como Estados Unidos Mexi-
canos. (INEGI). Así, el inicio de nuestro país se marcó bajo un 
régimen patriarcal, cuyas instituciones y prácticas políticas, no 
solo invisibilizaron a las mujeres, sino las dejaban en completo 
exilio sin ningún tipo de derechos, humanos, civiles y mucho 
menos políticos, siendo marginadas y relegadas al espacio pri-
vado y bajo el dominio de los hombres, lo cual desde entonces 
ha constituido violencia contra las mujeres en razón de género 
en lo privado como en lo público.   

	 Esto provocó grandes luchas de mujeres mexicanas vi-
sionarias por el reconocimiento de los derechos de las mujeres, 
tales como Hermila Galindo y Juana Belén Gutiérrez de Men-
doza, por mencionar a algunas, que, pese a la época patriarcal 
que vivían hacían frente a dicho régimen a fin de que fueran 
reconocidos sus derechos humanos y políticos, lo cual no era 
tarea fácil por el contexto en que vivían, pero sabían que esta 
lucha representaba una puerta a las mujeres mexicanas del ayer 
y del ahora para gozar y defender sus derechos. 

	 Llega el año de 1953, en que se reconoce el derecho de 
ciudadanas a las mujeres en nuestro país, y con ello sus dere-
chos político-electorales, así que los cambios sociopolíticos no 
se hicieron esperar y la reacción del sistema patriarcal tampo-
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co, pues la lucha continuó y muestra de ello es el lento avance 
de las mujeres para ocupar los espacios públicos y la violencia 
ejercida contra ellas en la medida que ganan espacios en la vida 
pública. Un ejemplo, es que la resistencia patriarcal obligó a 
transitar por cuotas de género y ha habido la necesidad de im-
plementar acciones afirmativas, no obstante que desde el 2014 
en México se reconoce la paridad constitucionalmente y en 
2019 la paridad en todo. 

	 Por lo que, en la medida que las mujeres participan y 
acceden a diversos cargos públicos, también la violencia polí-
tica contra nosotras se recrudece, haciendo notar este hecho las 
mujeres y la sociedad civil. Ahora bien, al no existir forma de 
combatirla y toda vez que, en nuestro país no había un marco 
legal que se ocupara de ello, diversas autoridades electorales 
implementaron mecanismos y protocolos para atender esa pro-
blemática, y los tribunales electorales crearon diversos criterios 
jurisprudenciales en la materia, sin embargo, esto tenía sus pro-
pias limitantes.  

	 Es así como, en el año 2020, se reforma la Ley General 
de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, recono-
ciendo como una nueva modalidad, la Violencia Política contra 
las Mujeres en Razón de Género, dándole nombre a lo que ha 
ocurrido a lo largo de la historia de las mujeres. 

	 Desde 1953 a la fecha han trascurrido 69 años, en el cual, 
la sociedad civil y las instituciones electorales han apelado por 
los derechos humanos y políticos de las mujeres, a fin de que 
estos puedan ejercerse sin ningún tipo de violencia por razón de 
género, llevando estrategias, acciones y propuestas para poseer 
un sistema más democrático que no solo  garantice la participa-
ción de las mujeres en condiciones de igualdad, sino que, sean 
ejercidos sin el costo de sufrir Violencia Política contra las Mu-
jeres en Razón de Género, y que hay que decirlo, costo que no 
solo pagan las mujeres sino la sociedad mexicana. 
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	 Es por ello, que la Asociación Mexicana de Consejeras 
Estatales Electorales A.C., (AMCEE), sabedoras de la necesi-
dad de destruir al principal enemigo de la democracia, es decir, 
la Violencia política contra las Mujeres en Razón de Género, 
presenta en la Revista Digital “Igualdad Política y Divergen-
cia. Desde lo Local”, en su segunda edición las: 

	 “Experiencias y buenas prácticas implementadas por los 
OPLES, para atender y erradicar y sancionar la Violencia Polí-
tica contra las Mujeres en Razón de Género”

	 Mediante esta segunda edición, la AMCEE busca que 
tengamos un espacio para reflexionar y visibilizar sobre el me-
canismo de la 3 de 3 contra la violencia, las redes de candidatas 
y de mujeres electas realizadas durante los Procesos Electora-
les Locales 2021 y 2022 y sobre los Procedimientos Especiales 
Sancionadores, para identificar los avances, los retos y obstácu-
los que persisten así como conocer las propuestas que contribu-
yan a la erradicación de esta conducta, ya que es aberrante que 
las mujeres que buscan participar en la vida pública para me-
jorar su país, su estado y comunidad, sigan siendo violentadas 
como en el pasado.

	 Sin duda, mi más sincero reconocimiento y agradeci-
miento a las consejeras que participaron en esta edición, por 
compartir sus experiencias desde lo local y poner sobre la mesa 
digital el contexto actual, las buenas prácticas, los obstáculos 
y los retos que debemos superar como sociedad en la atención, 
erradicación y sanción de la Violencia política contra las Mu-
jeres en Razón de Género. Sin duda son mujeres actuales al-
zando la voz como aquellas mujeres que nos recuerda nuestra 
historia, por ello, les reitero mi más amplio reconocimiento a 
ustedes, así como a todas las asociadas que contribuyen desde 
lo local.

	 La AMCEE está convencida que el poder absoluto lo tie-
ne la sociedad, por lo que erradicar este tipo de prácticas depen-
derá de que toda la ciudadanía contribuya en su desaparición. 





AMCEE
De Corazón Sororo
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AMCEE:
19 años trabajando en pro de la igualdad

Por Dania Ravel

Es un privilegio ser Consejera Honoraria de la AMCEE, 
asociación que desde sus inicios –el 29 de agosto de 
2003–ha velado por la promoción y ejercicio de los de-

rechos político-electorales de las mujeres; además de que ha 
impulsado de manera permanente la inclusión de más mujeres 
en un espacio público libre de toda discriminación y violencia. 

	 Las organizaciones ciudadanas han sido impulsoras cla-
ve para concretar la alternancia a partir de conquistas ciudada-
nas como la creación y autonomía del IFE, ahora INE; el forta-
lecimiento y autonomía de la CNDH, además de la promoción 
de tareas de observación electoral durante los procesos electo-
rales. Desde luego, no ha sido fácil que la sociedad se organice 
con el fin común de participar en los procesos democráticos, y 
hay que reconocer que ha sido un trabajo de muchos años y que 
se ha realizado a partir de la necesidad de ciudadanas y ciuda-
danos en búsqueda de espacios desde los cuales pudieran ser 
escuchados, pero, sobre todo, en donde tuvieran la oportunidad 
de incidir en la mejora de los procesos democráticos. Con este 
afán surgieron organizaciones que, después de 1988, buscaron 
evitar la repetición de un “fraude electoral”; estas organizacio-
nes lograron vigilar el desarrollo de la jornada electoral afuera 
de las casillas para denunciar el acarreo de votantes, llenado o 
robo de urnas, condicionamiento de programas sociales, entre 
otros; sin embargo, no contaban con alguna metodología que 
les permitiera desarrollar estas actividades. 

Consejera electoral del 
Instituto Nacional Electo-
ral. Preside la Comisión 
de Vinculación con los Or-
ganismos Públicos Locales 
Electorales e integra, entre 
otras, la Comisión de Igual-
dad de Género y no Discri-
minación.
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	 Con el paso del tiempo y la expe-
riencia acumulada, se logró una coalición 
de diversas organizaciones, personas 
académicas y líderes de opinión, lo que 
permitió realizar un amplio ejercicio de 
observación en las elecciones federales 
de 1994 en donde ya se contó con algu-
nos instrumentos que permitían captar 
información para después contabilizar 
las anomalías observadas. Así, el involu-
cramiento de la sociedad civil en la vida 
democrática tuvo sus orígenes, principal-
mente, en la observación electoral porque 
se buscaba evitar y denunciar, en su caso, 
la realización de prácticas antidemocráti-
cas; sin embargo, el involucramiento de 
la sociedad civil ha ido en aumento a lo 
largo de los años, logrando que a través 
de ella se visibilicen las problemáticas 
que aún aquejan el desarrollo de nuestra 
democracia; entendiendo ésta en el senti-
do más amplio, pero también proponien-
do soluciones a los problemas públicos, 
constituyéndose además como un contra-
peso a la actuación gubernamental.

	 En este contexto ¿cuál es el objeti-
vo de la AMCEE? y ¿en qué radica la im-
portancia de que existan organizaciones 
como ésta, dedicadas a la defensa y ga-
rantía de los derechos político-electorales 
de las mujeres? La Asociación Mexicana 
de Consejeras y Ex Consejeras Estata-
les Electorales trabaja para promover la 
actividad electoral como eje rector de la 
consolidación democrática; las asociadas 
trabajan en sororidad en los temas que les 

apasionan: la democracia, la participa-
ción ciudadana y la igualdad de género. 
En ese sentido, tiene como uno de sus ob-
jetivos principales fortalecer la figura de 
las Consejeras abordando temas relativos 
a la igualdad de género y la participación 
de las mujeres en la promoción de la cul-
tura cívico-política de nuestro país. Por 
lo que, la existencia y permanencia de 
la AMCEE es fundamental para nuestra 
democracia, sobre todo, para velar por 
la plena garantía de los derechos políti-
co- electorales de las mujeres, para vigi-
lar que los avances que hasta el momento 
hemos tenido en la materia no den ni un 
paso atrás y para, precisamente, trabajar 
desde la sororidad en la creación de agen-
das y frentes comunes que, desde las au-
toridades administrativas electorales, nos 
permitan cerrar filas hacia la consolida-
ción de una democracia paritaria. 

	 Pero los objetivos que rigen el ac-
tuar de la AMCEE van más allá de activi-
dades que involucren o beneficien sólo a 
sus asociadas, sino que también se busca, 
por ejemplo, promover que se denuncie 
ante las autoridades correspondientes la 
violación de las leyes electorales, además 
de buscar el fomento del estudio y de-
sarrollo profesional en materia político-
electoral. En este momento es muy válido 
que nos estemos preguntando, ¿por qué es 
necesario que tengamos una democracia 
paritaria? Para responder quiero retomar 
lo que escribió Rosa Cobo, una académi-
ca feminista española, “la contribución 
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feminista al diseño de un proyecto democrático radica en su 
concepción de las mujeres como sujetos autónomos, críticos y 
reflexivos. Una democracia en la que la mitad de la población 
no posee el estatus de ciudadanía carece de legitimidad”. Reco-
nocer a las mujeres como sujetos políticos, socialmente, signi-
fica que pueden participar en igualdad de condiciones tanto en 
los espacios de toma de decisiones como en la vida pública en 
general y ante ello el papel de las autoridades electorales debe 
ser garantizar que compitan y partan desde pisos parejos, en 
igualdad de condiciones. 

	 Así, la AMCEE ha coordinado de manera independiente, 
y también en colaboración con otras instancias públicas, gu-
bernamentales, autónomas, federales y locales, la realización 
de múltiples cursos, conferencias, congresos, mesas redondas, 
talleres de investigación y exposiciones a efecto de divulgar el 
conocimiento y mejores prácticas en torno a los avances y la 
progresividad de los derechos humanos de las mujeres en el 
ámbito político-electoral. En este contexto, es oportuno reco-
nocer que ha fomentado sinergias institucionales muy valiosas 
para divulgar contenidos normativos imprescindibles, que han 
servido para potencializar la inclusión de más mujeres en car-
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gos de elección popular, además de forta-
lecer su liderazgo en varios frentes. Por 
ejemplo, en este largo camino para que 
el principio constitucional de paridad de 
género sea una realidad, las mujeres han 
contado con la interlocución y el apoyo 
de la AMCEE, bajo el reconocimiento 
de que la paridad es un elemento funda-
mental para legitimar la democracia, toda 
vez que gracias a la garantía del acceso 
de más de la mitad de la población a car-
gos públicos, así como su postulación e 
integración en órganos colegiados, don-
de se toman decisiones estratégicas, para 
que puedan participar en condiciones de 
igualdad. En otras palabras, la paridad es 
un medio para universalizar realmente la 
democracia misma1.

	 Rosa Cobo señaló que las políticas 
feministas en torno a la paridad no sólo 
buscan transformar las leyes electorales o 
las constituciones, sino que también bus-
can “cambiar la estructura profunda de 
poder entre los géneros que subyace a las 

1	 “La Apuesta por la Paridad. Democratizando el Sistema Poli-
tico en América Latina” (2013) Idea Internacional https://bit.
ly/3wuT5ou 

democracias liberales y que sitúa a las 
mujeres en una situación de permanente 
discriminación”2. Es lamentable que la 
Violencia política contra las mujeres en 
razón de género (VPG) persista y refren-
de roles y estereotipos que discriminan a 
las mujeres a partir de percepciones equí-
vocas sobre una supuesta incapacidad o 
inferioridad para la toma de decisiones. 
Con este breve panorama en mente, la 
Red de Candidatas y la Red de Candida-
tas Electas, conformadas proactivamente 
–en coordinación con el INE por parte de 
la AMCEE, desde 2018– se han conver-
tido en una estrategia de vinculación y 
acompañamiento indispensable para las 
políticas mexicanas en el ámbito federal 
y subnacional. 

	 En este contexto, quisiera comen-
tarles sobre los antecedentes de estos es-
fuerzos colaborativos fundamentales. En 
el marco del Proceso Electoral 2017-2018 
se acercó a mí la entonces Presidenta de 
la AMCEE, la Mtra. Virginia Gutiérrez 
Villalvazo con esta idea maravillosa en 
cuyo desarrollo e implementación tuve la 
fortuna de participar. Así, para darle efec-
tividad y operatividad, la Red se presentó 
por primera vez el 15 de marzo de 2018, 
en el marco de la firma de la “Agenda 
para la Igualdad de Género en el Siste-
ma Electoral Nacional”, suscrita por el 
INE y los Organismos Públicos Electo-
rales Locales (OPL). Desde sus inicios, 

2	 Cobo, Rosa. “Sexo, democracia y poder político”. 
Feminismo/s., no. 3 (junio, 2004) https://bit.ly/3pqFLy3 p. 19
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ante la ausencia normativa y de un siste-
ma integral para su atención y como una 
respuesta a ello, se propuso que tuviera 
como fin presentar de manera sistemática 
la relación de los posibles casos de VPG 
que se presentaran a nivel local durante 
los procesos electorales, en un momento 
en que no había una normativa sobre la 
VPG, pero era importante visibilizar que 
sí existía  y era un problema real, para 
que con esto, la exigencia de una norma-
tiva fuera mayor, para lo cual como un 
elemento fundamental se incorporaron 
formatos de consentimiento mismos que 
contenían un aviso de privacidad. Es de-
cir, desde el principio se concibió como 
un espacio o plataforma de interlocu-
ción entre las autoridades administrati-
vas electorales y como una herramienta 
para brindar apoyo y acompañamiento a 
las mujeres que incursionan en el ámbito 
público y político, poniendo énfasis en lo 
local; porque, desafortunadamente, sabe-
mos que es ahí donde más se concentra 
la VPG y particularmente en el ámbito 

municipal, lo que se puede confirmar ac-
tualmente con solo consultar el Registro 
Nacional de Personas Sancionadas en 
materia de VPM3 que al pasado 28 de 
agosto contaba con 272 registros, de los 
cuales 196 están focalizados a nivel esta-
tal. 

	 En un inicio, de los 30 estados que 
tenían elecciones solo decidieron unirse 
26 OPL y recuerdo que había dudas entre 
consejeras de los OPL sobre si hubiera 
conflicto de interés, lo cual fue una de las 
razones por las que el IEDF no se unió, 
por ejemplo; pero para 2021 después de 
ver el éxito que tuvo la Red se adhirie-
ron los 32 OPL. Así, después del proceso 
electoral 2017-2018 reconozco y celebro 
el trabajo que ha llevado a cabo la AM-
CEE por lo que la afirmación, “la demo-
cracia se construye desde lo local”, hoy 
se presenta como una realidad.

3	  Información disponible en: https://www.ine.mx/actores-poli-
ticos/registro-nacional-de-personas-sancionadas/ 
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Por su parte, la plataforma Red de Muje-
res Electas tiene su antecedente inmedia-
to en aquella implementada desde la Co-
misión Temporal para el Fortalecimiento 
de la Igualdad de Género y no Discrimi-
nación del INE (CTFIGyND), misma que 
tuvo como propósito proporcionar infor-
mación, orientación y acompañamiento 
a las mujeres que habían sido electas –
en ese entonces en el marco del Proceso 
Electoral 2017-2018–, en particular sobre 
sus derechos y obligaciones políticas, así 
como para generar sinergias de apoyo y 
colaboración para prevenir la VPG; ade-
más, pretendía fungir como un mecanis-
mo por medio del cual se pudieran gene-
rar estadísticas y cifras claras respecto del 
número de casos de VPG sobre mujeres 
en el ejercicio de cargos públicos, todo 
ello, recordemos en el contexto de la falta 
de un marco normativo a nivel federal en 
la materia. 

	 Esta red surgió a partir del recono-
cimiento de que la VPG es uno de los obs-
táculos más sustantivos que enfrentan las 
mujeres para ejercer plenamente sus de-
rechos políticos. Por ello, la CTFIGyND 
buscó establecer las bases para consolidar 
un espacio seguro en el cual las mujeres 
electas podían encontrar información que 
las pudiera orientar en caso de ser vícti-
mas de este tipo de violencia.

	 El diseño inicial de la herramien-
ta estuvo pensado para constituirse bajo 
cuatro ejes:1) Un espacio de comunica-

ción en línea con las integrantes regis-
tradas en la plataforma para compartir la 
información; 2) Una plataforma en la que 
tuvieran acceso a contenido útil, así como 
a materiales informativos sobre VPG; 3) 
Un sitio donde se difundieran eventos y 
actividades programadas y 4) Un espacio 
donde pudiese realizarse un registro con-
fidencial de casos de VPG.

	 Así, los contenidos de la platafor-
ma se encontraban distribuidos en cinco 
estrategias: a) Información para todas; b) 
Asesoría y Registro de un caso; c) Todas 
en comunicación, d) Noticias y eventos, 
y e) Atlas de mujeres electas. Cada uno 
de estos rubros contaba con sub-aparta-
dos que ayudaban a desagregar la infor-
mación para facilitar su localización. A 
través de ellos se ofrecieron diversos me-
canismos eficaces para la atención y pre-
vención de la VPG. Durante el año que 
estuvo en operación (del 1° de septiem-
bre de 2018 al 1° de septiembre de 2019) 
se tuvo un registro total de 385 mujeres 
con acceso a la Red, lo que representó el 
4.43% del total de mujeres propietarias a 
puestos de elección popular que resulta-
ron electas en el proceso electoral 2017-
2018.

	 Por otro lado, la Red de Mujeres 
Electas de la AMCEE tiene como finali-
dad ser un canal de comunicación insti-
tucional en pro de la erradicación de la 
VPG, mediante el vínculo que permita 
orientar, capacitar y proporcionar infor-
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mación a las mujeres que hayan resulta-
do electas derivado de un proceso elec-
toral. Su última edición inició labores el 
20 de enero de 2022 y de acuerdo con el 
segundo informe de implementación se 
instaló en 31 entidades cuyos OPL rinden 
informes periódicos para dar a conocer 
sus avances y da seguimiento a las nueve 
mujeres gobernadoras, a mujeres electas 
de 26 elecciones a los ayuntamientos, a 
mujeres electas de 25 elecciones a dipu-
taciones y a mujeres electas de regidurías 
étnicas del estado de Sonora y presiden-
cias de comunidad en el estado de Tlax-
cala. Esta Red opera a través de 5 ejes: 
Línea preventiva; Línea formativa; Línea 
de seguimiento y vinculación; Línea de 
denuncias y medidas y Línea de evalua-
ción estadística. 

	 La AMCEE, a través de la imple-
mentación de las redes antes menciona-
das, ha asumido el compromiso de esta-
blecer estrategias conjuntas para abatir 
cualquier tipo de obstáculos para la par-
ticipación político-electoral efectiva de 
las mujeres y, sobre todo, para asegurar 
entornos libres de violencia cuando las 
mujeres logran desenvolverse proactiva-
mente en el espacio político. Este tipo de 
redes son relevantes no sólo para compar-
tir experiencias en común, sino para edi-
ficar un entramado de apoyo permanente 
en el que todas las mujeres políticas pue-
dan participar proactivamente, tomando 
en consideración que la VPG persiste 
como una de las conductas que más han 

limitado los derechos político-electorales 
de las mujeres, no sólo previo a que sean 
electas para desempeñar algún cargo de 
elección popular, sino una vez estando en 
el poder.

	 Las mujeres mexicanas tenemos 
derecho a una vida libre de violencia, lo 
que además implica romper con los me-
canismos de control impuestos por un 
sistema patriarcal que inhibe nuestra par-
ticipación y desarrollo político, además 
de mermar nuestra dignidad humana. Por 
ello, parafraseando a Marcela Lagarde, 
la sororidad trastoca un pilar patriarcal 
clave: la prohibición de las alianzas entre 
mujeres. La sororidad implica establecer 
lazos, colaboraciones y proyectos comu-
nes con otras mujeres para salir del man-
dato de aislamiento y de la autocrítica. 
Esto permite enfrentar la enemistad que 
se ha construido históricamente entre los 
géneros, la cual estimula una descalifica-
ción, competencia desleal y daño entre 
las mujeres. Por décadas hemos luchado 
por consolidar este tipo de nexos y alian-
zas para enfrentar al mundo, por lo que 
debemos erradicar cualquier concepción 
que nos divida y subrayar que “la sorori-
dad, como alianza feminista, es indispen-
sable para enfrentar la vida y cambiar 
la correlación de poderes en el mundo”4. 
Además de fortalecer esta vinculación y 
apoyo permanente entre mujeres políti-

4	 Lagarde,Marcela (2012) Identidad de Género y Derechos 
Humanos.La Construcción de las Humanas. https://bit.
ly/3JSXirL
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cas, desde nuestras respectivas trincheras 
debemos incidir con mayor fuerza en la 
atención y erradicación de la VPG. No es 
deseable que este tipo de violencia impli-
que que las candidatas de ésta y de las 
próximas contiendas electorales prefieran 
abandonar sus carreras políticas, y mucho 
menos que sufran daños a su integridad 
por esta causa. 

	 La AMCEE ha gestionado distin-
tos encuentros a efecto de reflexionar en 
torno a la relevancia que tiene el apoyo 
decidido a las mujeres políticas durante y 
después del proceso electoral, con el fir-
me propósito de que se desarrolle en ape-
go a sus derechos. El pasado 8 de marzo 
de 2022, el INE y la AMCEE firmaron 
un convenio de colaboración para difun-
dir la cultura democrática e implementar 
acciones conjuntas para promover la no 
discriminación, la igualdad y la preven-
ción, atención y erradicación de la VPG. 
Lo que se busca con la firma de este con-
venio es fortalecer las redes de comuni-
cación con candidatas a cargos de elec-
ción popular, el desarrollo de contenidos 
y compilación de información relevante 
sobre VPG, así como difundir la trascen-
dencia de las reformas de 2019 y 2020 
respecto de la participación paritaria de 
las mujeres. Aunado a ello, se reforzará 
el trabajo coordinado en el diseño y ela-
boración de Guías para la Prevención, 
Atención, Sanción y Reparación Integral 
de la Violencia Contra las Mujeres en 
Razón de Género, la planeación de acti-

vidades que coadyuven al seguimiento y 
atención oportuna de las denuncias que 
se presenten sobre VPG y la asesoría del 
INE para la incorporación e instituciona-
lización de la perspectiva de género.

	 Los espacios públicos son también 
de las mujeres y deben vivirse sin discri-
minación. Gracias al apoyo, así como al 
compromiso y seguimiento permanente 
de la AMCEE, hemos sumado esfuerzos 
comunes para divulgar la trascendencia 
de garantizar la paridad de género en 
todas las candidaturas, aunado a los me-
canismos para asegurar la implementa-
ción de la perspectiva interseccional, al 
implementar acciones afirmativas, con-
feccionadas particularmente para grupos 
o personas que han sido históricamente 
discriminadas, poniendo el énfasis en las 
mujeres que son parte de estos grupos y 
que sabemos sufren una doble y a veces 
una triple discriminación.

	 Otro de los esfuerzos institucio-
nales impulsados por la propia AMCEE 
ha sido la prevención y apoyo para que 
las mujeres electas denuncien situaciones 
que puedan configurar VPG, además de 
intercambiar experiencias comunes en 
el ámbito de sus respectivas funciones 
y competencias. Las mujeres debemos 
facilitar el camino a otras mujeres para 
instaurar una sociedad mucho más igua-
litaria. La normalización de la VPG ha 
propiciado que ciertas instancias la invi-
sibilicen, o incluso que ésta se minimice 
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o se incurra en la revictimización de las 
mujeres por falta de perspectiva de gé-
nero. Por ello resulta indispensable que 
las autoridades que instruyen y resuelven 
casos de VPG tengan capacitación para 
hacer análisis con perspectiva de género5, 
interseccional e intercultural–, a efecto 
de que las sanciones sean efectivamente 
proporcionales con las conductas que se 
cometen y así puedan tener un efecto in-
hibitorio real.

	 Recordemos que la perspectiva de 
género, de acuerdo con el Protocolo para 
juzgar con perspectiva de género de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
permite entender por qué y de qué for-
ma los actos u omisiones de un Estado 
afectan de manera distinta a una perso-
na o grupo de personas debido a su gé-
nero; incluso, permite identificar cuando 
una medida que aparenta ser neutral, en 
realidad puede tener consecuencias des-
proporcionadas y desfavorables para las 
mujeres por alguna cuestión que les afec-
te particularmente a ellas. Así, dicho Pro-
tocolo implica la creación de nuevos co-
nocimientos y la necesidad de pensar el 
mundo de una manera diferente. Un pac-
to verdadero para abatir la VPG implica 
un compromiso institucional efectivo que 
conlleve al respeto a la dignidad y la hu-
manidad de las mujeres6. La VPG es una 

5	 Suprema Corte de Justicia de la Nación Protocolo para Juzgar 
con Perspectiva de Género. Haciendo realidad el derecho a la 
Igualdad; https://bit.ly/3cgmbkH 

6	 “Justicia Tardía no es Justicia” en Eme Equis, 9 de agosto de 
2022. Disponible en: https://bit.ly/3AfGvur 

realidad lacerante para muchas mujeres, 
por lo que, al momento de establecer san-
ciones a las o los agresores, es oportuno 
que se impongan sanciones más severas 
a efecto de que inhiban o erradiquen este 
tipo de violencia, dado que entre más mu-
jeres participan en la vida política, tam-
bién se develan mecanismos cada vez 
más sofisticados para agredirlas.7

	 Uno de los retos más apremian-
tes que tenemos es el marco normativo 
en torno a la VPG; es necesario que per-
mee efectivamente en la sociedad, entre 
las mujeres, pero también entre los hom-
bres, para que cualquier persona pueda 
identificar este tipo de violencia; para 
que las autoridades demos las vistas ne-
cesarias a las instancias adecuadas para 
que se atienda y no quede impune. Esta 
tarea apremiante no sólo debe impulsarse 
en conjunto por parte de las instituciones 
y organizaciones civiles, sino que tam-
bién se requiere del apoyo de todas las 
personas, de que este tipo de conductas 
se conozcan y sobre todo, que se difunda 
y sensibilice a la propia ciudadanía sobre 
las implicaciones que tiene este tipo de 
violencia en nuestra sociedad. Por ello, 
debemos seguir impulsando campañas 
intensivas dirigidas a mujeres para trans-
mitir con claridad en qué consiste la VPG, 
cómo y en qué instancias puede atender-
se, lo cual incentivará, en paralelo, una 

7	 Elizondo Gasperín, Rafael Violencia política de género por in-
ternet, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
2022 https://bit.ly/3SM1gGE
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cultura de la denuncia, pero no se trata 
sólo de que denuncien, debemos darles el 
acompañamiento adecuado dado que está 
demostrado que cuando un agresor es 
denunciado, la violencia en contra de la 
víctima se recrudece y las mujeres deben 
sentir que no están solas en la búsqueda 
de justicia.

	 En paralelo, tampoco podemos ob-
viar la violencia digital que es perpetrada 
contra las mujeres, en particular aquella 
que se ejerce mediante la exposición de 
imágenes sin el consentimiento de su ti-
tular. Últimamente hemos sido testigos 
de conductas de este tipo contra las que 
debemos luchar; aún persisten desafíos 
sustantivos en la materia como atender y 
enfocar esfuerzos para prevenir esa vio-
lencia y promover mecanismos cada vez 
más efectivos para difundir en qué con-
siste la VPG, sobre todo utilizando un 
lenguaje ciudadano. Este será, quizá, uno 
de los esfuerzos conjuntos prioritarios de 

las autoridades de los distintos niveles 
y de acuerdo con sus respectivas atribu-
ciones. El internet y las redes sociales se 
han constituido en espacios que pueden 
potenciar los derechos de las personas –
incluyendo a las mujeres– sin olvidar que 
su impacto trasciende a la vida cotidiana 
y puede tener un impacto negativo con la 
difusión de expresiones de VPG. 

	 Ahora bien, los trabajos impul-
sados desde la AMCEE también se han 
concentrado en conocer y apoyar el tra-
bajo de las funcionarias electorales, mi-
litantes de partidos, ciudadanas, aca-
démicas e integrantes de los poderes 
legislativo y judicial, que dejando de lado 
sus afiliaciones partidistas o ideológicas, 
han generado espacios y estrategias de 
denuncia y acompañamiento para otras 
mujeres víctimas de violencia política. 
En este contexto, reitero la importancia 
de los trabajos que se han realizado desde 
la AMCEE, en particular los referentes a 
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consolidar las redes de acompañamiento para las mujeres en 
casos de VPG que es un complemento indispensable de los es-
fuerzos institucionales instrumentados para prevenir, atender, 
sancionar, reparar y erradicar este tipo de conductas a nivel mu-
nicipal, estatal y federal. Otra de las demandas que debemos 
atender es la simulación en el cumplimiento de la paridad que 
intentan realizar los partidos políticos. 

	 En el corto plazo, algunos de los retos que la AMCEE 
tiene contemplados son: Fortalecer entre las asociadas la vin-
culación, unidad y el pacto sororo; Ampliar las alianzas es-
tratégicas con instituciones, actoras y actores estratégicos de 
diferentes áreas y género; Impulsar la innovación tecnológica 
en las asambleas y las redes sociales; Crear una biblioteca vir-
tual con sentencias, criterios relevantes en materia de género y 
VPG; Enriquecer la capacitación permanente a las asociadas a 
través de nuevos convenios con instituciones de formación, ca-
pacitación y universitarias; Ampliar en número integrantes y en 
acciones las redes de candidatas y candidatas electas; particu-
larmente en materia de capacitación; Generar una herramienta 
que les brinde seguridad sobre los contextos o situaciones en las 
que se pueden ver involucradas y que tengan que ver con VPG; 
Realizar en colaboración con las candidatas electas estudios so-
bre VPG en los diferentes contextos socio-culturales y Brindar 
capacitaciones sobre la violencia política en razón de género.
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	 En suma, hemos dado pasos muy importantes para nor-
mar esta problemática tan persistente contra las mujeres. La 
promoción de espacios libres de violencia y discriminación es 
una obligación compartida. Todos los asuntos relacionados con 
la inclusión y participación de las mujeres deben estar incluidos 
efectivamente en la agenda pública. Ya lo han puesto sobre la 
mesa las organizaciones de la sociedad civil, las activistas y 
las personas de la academia; es una responsabilidad conjunta 
garantizar efectivamente el principio constitucional de paridad 
de género. 

	 Concluyo con una frase de Judith Butler que señala:

“Cualquiera que sea la libertad por la que 
luchamos, debe ser una libertad basada en 
la igualdad”. 

Muchas gracias. 

La ponencia completa se encuentra disponible en https://youtu.
be/yOHjJFdqCBg
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3 DE 3 CONTRA LA VIOLENCIA.
REQUISITOS DE ELEGIBILIDAD EN OAXACA
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*	 Licenciada y Maestra en 
Derecho por la Universi-
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Resumen

El fenómeno de las violencias contra las 
mujeres es complejo, en sus diferentes ex-
presiones atenta contra los derechos que 
tenemos como humanas, por ello, resulta 
urgente y fundamental diseñar mecanis-
mos institucionales y políticas públicas 
para prevenirlas, atenderlas, sancionarlas 
y así erradicarlas.

En estas líneas abordo brevemente el 
trabajo que se desarrolló desde el Insti-
tuto Estatal Electoral y de Participación 
Ciudadana de Oaxaca (IEEPCO), para 
aplicar las reformas legales en materia de 
violencia política contra las mujeres en 
razón de género.

Palabras clave

	» 3 de 3

	» Violencia de género

	» Requisitos de elegibilidad

El fenómeno de las violencias con-
tra las mujeres es complejo, ex-
tiende sus raíces a través de los 

siglos y en lo más profundo de todas las 
sociedades; en sus diferentes expresio-
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nes atenta contra los derechos que tenemos como humanas, por 
ello, resulta urgente y fundamental diseñar mecanismos institu-
cionales y políticas públicas para prevenirlas, atenderlas, san-
cionarlas y así erradicarlas.

	 El 13 de abril de 2020, se modificaron diversas dispo-
siciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia, de la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, de la Ley General del Sistema de 
Medios de Impugnación en Materia Electoral, de la Ley Ge-
neral de Partidos Políticos, de la Ley General en Materia de 
Delitos Electorales, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General 
de la República, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación y de la Ley General de Responsabilidades Adminis-
trativas, con la finalidad de que las instituciones cuenten con las 
atribuciones y vías para garantizar que las mujeres participen en 
la política en condiciones de igualdad y libres de violencia. 

	 Con estas reformas de cara al proceso electoral concu-
rrente 2020-2021, se dio un paso importante en la garantía de 
los derechos político electorales de las mujeres, ya que se defi-
nió por vez primera la violencia política, creando el andamiaje 
legal que delimitó las atribuciones y competencias de diferentes 
autoridades con la finalidad de prevenirla, atenderla, sancionar-
la y con ello, erradicarla.

	 Asimismo, se adiciona a los requisitos de elegibilidad 
para contender a un cargo de elección popular, no tener condena 
por delito de violencia política contra las mujeres, lo que repre-
senta un avance fundamental para impedir que quienes han co-
metido este tipo de violencia en contra de una mujer, obtengan 
el registro a una candidatura y en el ejercicio del nuevo cargo, 
continuen violentando a las mujeres.

	 Oaxaca se convirtió en uno de los primeros Estados de 
la República en consolidar las adecuaciones normativas, ya 
que sólo unos días después, el 28 de mayo, se aprobaron por 
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el Congreso del Estado los decretos1 1506, 1508, 1509, 1510, 
1511 y 1512, por los que se reformaron artículos de diversos 
ordenamientos como la Constitución Política del Estado Li-
bre y Soberano de Oaxaca, la Ley de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales del Estado, la Ley Estatal de Acceso de las 
Mujeres a una Vida Libre de Violencia de Género y la Ley del 
Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral y de 
Participación Ciudadana de Oaxaca.

	 Al analizar el contenido de las reformas a las leyes lo-
cales, a la luz de las federales y generales, concluimos que son 
coincidentes en la mayoría de sus partes, sin embargo, en la le-
gislación oaxaqueña encontramos elementos que no se encuen-
tran en la reforma federal, lo que representa avances normati-
vos, además de las adecuaciones propias al contexto del Estado.

	 En lo que nos ocupa, en cuanto a los requisitos de elegi-
bilidad que se introdujeron en la Ley Electoral; a nivel Federal 
se previó únicamente no tener condena por delito de violencia 
política contra las mujeres, mientras que en la Local se adicionó 
no tener sanción, lo que se relaciona con el ámbito administra-
tivo no sólo con el penal, además agregó no tener sentencia por 
el delito de violencia familiar o por incumplimiento de obliga-
ciones alimentarias, lo que abarca otros aspectos de violencia. 

	 De esta forma en la normativa electoral local, se esta-
blecieron requisitos adicionales a los ya previstos en la reforma 
Federal y con ello, se atiende por primera vez las violencias 
que se ejercen en contra de las mujeres y sus hijos e hijas en el 
ámbito privado con consecuencias en las aspiraciones políticas 
para quienes las perpetran.

	 En el proceso electoral 2020-2021 en que se renovó la 
integración del Congreso del Estado, así como los 153 ayun-
tamientos de los municipios en que se elige por el sistema de 

1	 Periódico Oficial del Gobierno del Estado, Oaxaca, 30 de mayo de 2020. (consulta: agosto 
de 2022) Disponible en: http://www.periodicooficial.oaxaca.gob.mx/files/2020/05/SEC22-
04TA-2020-05-30.pdf
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partidos políticos, el Consejo General del 
Instituto Estatal Electoral y de Participa-
ción Ciudadana de Oaxaca (IEEPCO), 
aprobó mediante acuerdo IEEPCO-CG-
04/20212 los Lineamientos en Materia de 
Paridad de Género3, en los que se prevén 
los requisitos para ser registrada o regis-
trado a una candidatura de un cargo de 
elección popular.

	 En la normativa del IEEPCO, se 
retoman los requisitos de elegibilidad 
previstos en la reforma Federal: no estar 
sentenciado o sentenciada por los delitos 
de violencia política contra las mujeres 
en razón de género, (esto es por órganos 
jurisdiccionales); así como lo regulado en 
la reforma Local: no estar sancionado o 
sancionada por violencia política contra 
las mujeres en razón de género, (lo que 
atiende a una determinación de carácter 
administrativo); no estar sentenciado o 
sentenciada por violencia familiar y por 
delitos que atenten contra la obligación 
alimentaria.

2	 Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de 
Oaxaca, Acuerdo IEEPCO-CG-04/2021, 4 de enero 2021. 
(consulta: agosto de 2022). Disponible en: https://www.ieep-
co.org.mx/archivos/acuerdos/2021/IEEPCOCG042021.pdf

3	 Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de 
Oaxaca, Lineamientos en materia de paridad de género que 
deberán observar los partidos políticos, coaliciones, candi-
daturas comunes, candidaturas independientes y candidatu-
ras independientes indígenas y afromexicanas en el registro 
de sus candidaturas ante el Instituto Estatal Electoral y de 
Participación Ciudadana de Oaxaca, IEEPCO, 4 de enero 
2021. (consulta: agosto de 2022). Disponible en: https://www.
ieepco.org.mx/archivos/acuerdos/2021/ANEXOIEEPCO-
CG042021.pdf

	 Agregando en los referidos Linea-
mientos: no haber sido persona condena-
da, o sancionada mediante resolución fir-
me por delitos sexuales, contra la libertad 
sexual o la intimidad corporal.

	 Con ello desde el IEEPCO, se dio 
vigencia normativa a la exigencia que 
desde la sociedad civil organizada plan-
tearon las colectivas feministas de que 
ningún agresor llegase a los cargos de 
elección popular.

	 A estos requisitos conocidos como 
3 de 3 contra la violencia de género, en 
los mismos Lineamientos se agregaron 
los siguientes: no encontrarse activo o ac-
tiva en el Registro de Personas Sanciona-
das por Violencia Política contra las mu-
jeres en Razón de Género del IEEPCO y 
no encontrarse activo o activa en el Re-
gistro de Personas que tienen desvirtuada 
la presunción de tener un modo honesto 
de vivir del Instituto.

	 Estos puntos se agregan como una 
respuesta institucional al gran número de 
casos de violencia política contra las mu-
jeres en razón de género, que se han pre-
sentado en los últimos años en el Estado 
de Oaxaca.

	 A manera de contexto tenemos 
que en 2019, la Sala Regional del Tribu-
nal Electoral del Poder Judicial de la Fe-
deración con sede en Xalapa, Veracruz, 
resolvió los juicios para la protección de 
los derechos político electorales del ciu-
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dadano SX-JDC-390/2019 y SX-JDC-
400/20194, en los que se acreditó que el 
otrora Presidente Municipal de Santa Ca-
tarina Quierí, cometió violencia política 
en contra de un regidor por su condición 
de adulto mayor y violencia política en 
razón de género en contra de una regidora 
del mismo ayuntamiento.

	 Sentencias en las que la Sala Re-
gional determinó la pérdida de la presun-
ción del modo honesto de vivir del Presi-
dente Municipal, ordenando al IEEPCO 
la creación del registro respectivo e ins-
cripción del ciudadano referido.

	 En cumplimiento a lo anterior, 
mediante acuerdo IEEPCO-CG-04/20205 
de 4 de febrero de 2020 se aprobaron los 
Lineamientos a Observar en el Registro 
de Personas de las cuales se tiene desvir-
tuada la presunción de Tener un Modo 
Honesto de Vivir6, así como la creación y 
publicación del listado7 correspondiente.

4	 Resoluciones: juicios para la protección de los derechos 
político electorales del ciudadano SX-JDC-390/2019 y SX-
JDC-400/2019 de la Sala Regional del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación con sede en Xalapa, Veracruz, 
Disponibles en: https://www.te.gob.mx/buscador/ (consulta: 
agosto de 2022)

5	 Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de 
Oaxaca, acuerdo IEEPCO-CG-04/2020, 4 de febrero de 2020. 
(consulta: agosto 2022), disponible en: https://www.ieepco.
org.mx/archivos/acuerdos/2020/IEEPCOCG042020.pdf

6	 Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de 
Oaxaca, Lineamientos a Observar en el Registro de Perso-
nas de las cuales se tiene desvirtuada la Presunción de Tener 
un Modo Honesto de Vivir, 4 de febrero de 2020, (consulta: 
agosto de 2022). Disponible en: https://www.ieepco.org.mx/
archivos/acuerdos/2020/ANEXOIEEPCOCG042020.pdf

7	 Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de 

	 Otro de los casos relevantes tuvo 
impacto a nivel nacional, ya que en la ca-
dena impugnativa se ordenó la creación 
del Registro Nacional de personas que 
han cometido violencia política contra las 
mujeres en razón de género.

	 Este corresponde a la resolución 
dictada por la Sala Superior del Tribu-
nal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, en el recurso de reconside-
ración identificado con la clave SUP-
REC-91/2020 y acumulado, en que se 
acreditó la violencia política en razón de 
género cometida por el Presidente Muni-
cipal de Santa Lucía del Camino, Oaxa-
ca, en contra de una regidora del mismo 
ayuntamiento.

	 En cumplimiento a las sentencias 
referidas, en el IEEPCO mediante acuer-
do IEEPCO-CG-19/20208 de septiembre 
de 2020, se aprobaron los Lineamientos a 
observar en el Registro de Personas San-
cionadas en Materia de Violencia Política 
contra las Mujeres en Razón de Género 
del IEEPCO9, así como la creación y pu-

Oaxaca, disponible en: https://www.ieepco.org.mSux/blog_
modo/

8	 Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de 
Oaxaca, acuerdo IEEPCO-CG-19/2020, septiembre de 2020. 
(Consulta: agosto 2022). Disponible en: https://www.ieepco.
org.mx/archivos/acuerdos/2020/IEEPCOCG192020.pdf

9	 Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de 
Oaxaca, Lineamientos a observar en el Registro de Personas 
Sancionadas en Materia de Violencia Política contra las Mu-
jeres en Razón de Género del IEEPCO, septiembre de 2020. 
(Consulta: agosto 2022). Disponible en: https://www.ieepco.
org.mx/archivos/acuerdos/2020/ANEXOIEEPCOCG192020.
pdf
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blicación del listado 10 correspondiente.

	 De este modo con el primer lista-
do de los enunciados, se inició de mane-
ra formal con el registro de personas que 
por diferentes infracciones a la normativa 
electoral, entre ellas la violencia política 
cometida en contra de una mujer con ele-
mentos de género, han perdido la presun-
ción de tener un modo honesto de vida, lo 
que se traduce en el incumplimiento de 
uno de los requisitos de elegibilidad pre-
vistos en la normativa electoral; además 
con el segundo listado, contamos con el 
registro público de personas que han co-
metido violencia política en razón de gé-
nero en contra de una mujer. 

	 Es importante destacar que con-
forme a lo resuelto por la Sala Superior 
en el caso del registro de personas que 
han cometido violencia política en contra 
de las mujeres en razón de género, la sola 
inscripción no significa per se la pérdida 
del modo honesto de vida, es decir, no se 
pierde en automático ese requisito de ele-
gibilidad.

	 Por ello, es que resulta relevante 
lo previsto en los Lineamientos en Mate-
ria de Paridad de Género del Instituto11, 

10	 Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de 
Oaxaca, disponible en: https://www.ieepco.org.mx/reg_vio-
lentadores

11	 Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de 
Oaxaca, Lineamientos en materia de paridad de género que 
deberán observar los partidos políticos, coaliciones, candi-
daturas comunes, candidaturas independientes y candidatu-

en que se retoman los requisitos de elegi-
bilidad de la reforma tanto Federal como 
Local y se agrega: no encontrarse activo 
o activa en el Registro de Personas San-
cionadas por Violencia Política contra las 
mujeres en Razón de Género del Institu-
to.

	 Lo anterior significa que la ins-
cripción en el Registro de personas que 
han cometido violencia política, incum-
plen con los requisitos legales para el re-
gistro de una candidatura, es decir, son 
personas inelegibles.

	 Es decir, en el IEEPCO, al momen-
to de revisar las solicitudes de registro de 
las candidaturas a los cargos de elección 
popular, adicional a la revisión del cum-
plimiento a los requisitos de elegibilidad 
previstos en las leyes reformadas, se veri-
fica que las personas presentadas por los 
partidos políticos, no se encuentren vi-
gentes en los listados señalados en líneas 
que anteceden.

	 De esta forma desde el IEEPCO, 
contribuimos a garantizar que ninguna 
persona que haya cometido violencia fa-
miliar, violencia sexual o violencia polí-
tica en contra de las mujeres tenga acceso 
a competir por un cargo de elección po-
pular.

ras independientes indígenas y afromexicanas en el registro 
de sus candidaturas ante el Instituto Estatal Electoral y de 
Participación Ciudadana de Oaxaca, IEEPCO, 4 de enero 
2021. (consulta: agosto de 2022). Disponible en: https://www.
ieepco.org.mx/archivos/acuerdos/2021/ANEXOIEEPCO-
CG042021.pdf
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VIOLENCIA POLÍTICA CONTRA LAS MUJERES EN TABASCO

¿QUÉ HEMOS HECHO EN TABASCO PARA COMBATIR LA 
VIOLENCIA POLÍTICA CONTRA LAS MUJERES?

Rosselvy del C. Domínguez Arévalo*1
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Electoral y de Participa-
ción Ciudadana de Ta-
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Derecho Electoral de la 
Federación Mexicana de 
Colegio de Abogados, 
A.C. Expresidenta de la 
Asociación Mexicana 
de Consejeras Estatales 
Electorales, A.C

Resumen

El objetivo de este ensayo es dar a cono-
cer la experiencia y las buenas prácticas 
para prevenir, atender, sancionar, reparar 
y erradicar la violencia política contra las 
mujeres en razón de género en el estado 
de Tabasco. Para ese efecto se realiza un 
breve repaso por la participación política 
de las mujeres en esa entidad, con la fi-
nalidad de identificar los obstáculos ven-
cidos y avances logrados hasta la refor-
ma del 13 de abril de 2020. Se enfatizan 
cuáles han sido las acciones emprendidas 
por el organismo público local electoral 
de Tabasco para estar a la vanguardia en 
materia de protección contra este tipo 
de violencia durante el proceso electoral 
2020-2021. De igual manera, se expo-
nen algunos de los criterios desarrollados 
para la resolución de los procedimientos 
especiales sancionadores en esta materia. 
Concluye con la reflexión de las tareas 
pendientes para seguir avanzando en la 
materialización de elecciones libres de 
violencia política de género en los comi-
cios por venir. 
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Un vistazo a la participación política de las mujeres 
tabasqueñas

En Tabasco presumimos con orgullo que fuimos precur-
soras en conceder a las mujeres el derecho a votar y ser 
votadas (Decreto No. 9 del 14 de marzo de 1925), que 

superamos a los hombres en la cantidad de registros de candi-
daturas para los cargos electivos, que fuimos la primera entidad 
a nivel nacional en alcanzar el mayor porcentaje de mujeres 
electas para el cargo de presidencias municipales (INE, 2020, p. 
4, 228-229), y que —hoy en día— de las ocho mujeres que pre-
siden los ayuntamientos, cinco están al frente de los municipios 
de mayor importancia política, económica y social en el estado.

	 El camino no ha sido fácil y estos avances trascenden-
tales para asegurar la participación y presencia de las mujeres 
tabasqueñas en los cargos de elección popular, no han estado 
exentos de obstáculos heredados de la visión androcéntrica (Tre-
jo, 2021, p. 22) que rechaza que las mujeres están lo suficiente-
mente preparadas para gobernar o legislar; lo que ha desencade-
nado reproches a su actividad política, campañas de desprestigio 
en redes sociales, con mensajes que reproducen estereotipos de 
género o que cuestionan su capacidad por el solo hecho de ser 
mujeres que se animaron a incursionar en el ámbito político. 
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	 Si bien, la violencia política contra las mujeres en razón 
de género no es un problema nuevo, no siempre existieron las 
medidas que hoy conocemos para garantizar el ejercicio ple-
no de sus derechos político-electorales en un entorno libre de 
violencia. A diferencia de otros procesos electorales, para los 
comicios del 2020-2021 estrenamos un entramado jurídico e 
institucional que vio la luz el 13 de abril del 2020 —fecha en 
que se aprobó la reforma en materia de violencia política contra 
las mujeres en razón de género— y que llegó a dar forma y defi-
nición a este mal social, dotado de acciones para prevenir, aten-
der, sancionar y erradicarlo, así como medidas de protección y 
reparación del daño a las mujeres precandidatas, candidatas y 
servidoras públicas que resultaran afectadas. 

Acciones para hacer frente a la violencia política contra las 
mujeres

En el organismo público local electoral de Tabasco no podía-
mos quedarnos atrás. Tres meses después de la emblemática 
reforma en materia de violencia política contra las mujeres, ya 
estábamos echando a andar un nuevo andamiaje jurídico para 
sustanciar las quejas o denuncias por estas conductas, a través 
del Procedimiento Especial Sancionador (PES).

	 Para hacerlo funcionar, a finales de julio del 2020, el 
Consejo Estatal del IEPC Tabasco actualizó su Reglamento de 
Denuncias y Quejas, adaptándolo a los cambios en comento, 
donde quedó plasmado que uno de sus objetivos primordiales 
sería regular la implementación de los procedimientos especia-
les sancionadores y todo lo relacionado con el trámite de denun-
cias y quejas por hechos que pudieran constituir violencia políti-
ca contra la mujer por razón de género, así como la adopción de 
medidas cautelares, de reparación y de no repetición, obligando 
a la autoridad electoral a resolver con perspectiva de género. 



44

	 Aquí no se puede dejar de lado que nos encontrábamos 
en el primer año de la pandemia de Covid-191, la organización 
del proceso electoral no podía detenerse y la necesidad de agi-
lizar la función electoral a través de los medios electrónicos 
audiovisuales fue imperante, trasladando sus principios recto-
res como parte de las reglas a observar para su uso. Así, quedó 
abierta la posibilidad de que los trámites, concretamente las de-
nuncias por violencia política contra la mujer, se presentaran, 
además de la vía oral y escrita, por correo electrónico y una 
plataforma digital, para lo cual se instrumentó el uso de la firma 
electrónica avanzada. 

	 Dar entrada a los procedimientos en línea, significó ma-
yor flexibilidad para denunciar la violencia política contra las 
mujeres, pues —dado que es requisito indispensable que los 
escritos se presenten con la firma autógrafa de la persona de-
nunciante, o la firma electrónica en caso de presentarla en lí-
nea— el hecho de no contar con la firma electrónica no sería 
impedimento para presentar la denuncia por estos casos, inclu-
so en cuestiones urgentes que imposibilitaran la comparecencia 
presencial de la víctima, se permitió que la ratificación de las 
denuncias se realizara por videoconferencia o videollamada.

	 Con posterioridad, el 17 de agosto de 2020, las disposi-
ciones sobre la violencia política contra las mujeres aterrizaron 
en la legislación tabasqueña, al reformarse la Ley Estatal de 
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y la Ley 
Electoral y de Partidos Políticos del Estado de Tabasco. Sin em-
bargo, estas no serían aplicables para el proceso electoral 2020-
2021, al haberse aprobado fuera del plazo constitucional de 
noventa días naturales antes de que inicie el proceso electoral 
en que vayan a aplicarse (CPEUM, art. 105 fracción II, párra-

1	 El IEPC Tabasco, luego de la suspensión de actividades económicas decretada por el gobierno de 
Tabasco, emitió el acuerdo CE/2020/011 del 20 de marzo de 2020 en el que suspendía las acti-
vidades presenciales y adoptaban el uso de las plataformas tecnológicas y herramientas virtuales 
para trabajar a distancia, prevenir contagios, ponderar la salud de la ciudadanía, y continuar con el 
desempeño de la función electoral. Con ello dio un salto hacia la justicia digital, pues el Internet y 
los medios de comunicación digitales han sido fundamentales para no interrumpir la función elec-
toral, sobre todo cuando se trata de intervenir para resolver procedimientos de violencia política 
contra las mujeres y no dejar desprotegida a las personas de grupos vulnerables. 
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fo tercero). Esta circunstancia trajo aparejada la obligación del 
Instituto Electoral de adoptar medidas para garantizar la parti-
cipación de las mujeres en la política en condiciones libres de 
violencia de cualquier índole.

	 Ante la ausencia de una normativa vigente en la entidad 
que regulara las conductas y los procedimientos para la vio-
lencia política de género, y atendiendo su facultad para emitir 
instrumentos normativos y hacer efectivos los derechos políti-
co-electorales de las mujeres, el IEPC Tabasco adoptó los Li-
neamientos que regulan diversas disposiciones para la aten-
ción de los actos que constituyan violencia política contra las 
mujeres y paridad en el proceso electoral 2020-2021,2 donde 
además de definir la violencia, enlistó las conductas que po-
drían constituirla, los sujetos que podrían perpetrarla, así como 
las sanciones a que serían acreedores; contempló disposiciones 
para el procedimiento especial sancionador, y algunas reglas 
para el funcionamiento del Registro Estatal3 de casos de violen-
cia política contra las mujeres.

	 Cabe precisar que nuestros Lineamientos para atender 
los actos de violencia política resaltaron por brindar una pro-
tección más eficaz a los derechos político-electorales de las mu-
jeres, pues si tanto en la Ley General de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales como en nuestra Constitución Local, se 
condicionó el acceso a un cargo de elección popular —diputa-
ciones y senadurías—, al hecho de no estar condenado por deli-
to de violencia política contra las mujeres, en los Lineamientos 
emitidos por este Instituto Electoral, se optó por ampliar esta 

2	 Estos Lineamientos fueron modificados el 12 de julio de 2021, mediante el acuerdo del Consejo 
Estatal del IEPC Tabasco CE/2021/077, en cumplimiento a las sentencias dictadas por el tribu-
nal electoral de tabasco, en el juicio para la protección de los derechos políticos electorales del 
ciudadano TET-JDC-114/2021-III y el recurso de apelación TET-AP-59/2021-II y su acumulado 
TET-AP-62/2021-II.

3	 Al 30 de agosto de 2022, en Tabasco, 21 personas han sido sancionadas por incurrir en este tipo 
de violencia, 20 hombres (1 reincidente) y una mujer, de diversas ocupaciones, tales como medios 
de comunicación, presidentes municipales, servidora y servidores públicos, candidatos, dirigentes 
partidistas y ciudadanos. Lo que nos posiciona en el tercer lugar del Registro Nacional de Personas 
Sancionadas en Materia de Violencia Política contra las Mujeres en Razón de Género, con un total 
de 22 registros. Dicha información puede corroborarse en el siguiente enlace: https://www.ine.mx/
actores-politicos/registro-nacional-de-personas-sancionadas/ 
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condición y establecer como requisito de 
elegibilidad el no tener sentencia por vio-
lencia política, lo que significa que serán 
impedimentos para acceder a un cargo de 
elección popular no solo las sentencias 
emitidas por la comisión de un delito en 
contra de las mujeres sino que incluye a 
todo acto de violencia que sea sanciona-
do por una ley, ya sea de carácter civil 
o administrativo. De esa manera, dimos 
cumplimiento a la obligación constitu-
cional que tenemos todas las autoridades 
de actuar —en el ámbito de nuestra com-
petencia— con la debida diligencia para 
prevenir, investigar, sancionar y reparar 
las afectaciones a los derechos humanos. 

	 De manera complementaria, la re-
gla de 3 de 3 Contra la Violencia hacia las 
Mujeres y la Guía para identificar, aten-
der y sancionar la violencia política con-
tra las mujeres en razón de género, fue-
ron grandes herramientas que reforzaron 
la estrategia del organismo electoral local 
de Tabasco para identificar esta forma de 
violencia durante el registro de las can-
didaturas a las diputaciones, presidencias 
municipales y regidurías de la entidad 
durante el proceso electoral 2020-2021.

	 Este organismo también se sumó 
a proyectos de como la Red de Candida-
tas que implementó la Asociación Mexi-
cana de Consejeras Estatales Electorales 
A.C., para brindarles acompañamiento y 
orientación durante su postulación y, a 
través de la Red de Mujeres Electas, en 

el ejercicio de su cargo, siendo un avan-
ce importante para proteger sus derechos 
político-electorales, visibilizar la violen-
cia política de género, y facilitarles los 
instrumentos jurídicos aprobados por el 
Consejo Estatal del IEPC Tabasco. 

	 Con todos esos instrumentos, du-
rante el pasado proceso electoral, en el 
IEPC Tabasco iniciamos 137 procedi-
mientos especiales sancionadores por ac-
tos contrarios a la normativa electoral, de 
los cuales, 24 se iniciaron por violencia 
política contra las mujeres —esto es, el 
17.5% del total de las denuncias que se 
presentaron— emitiendo en cada caso las 
medidas cautelares pertinentes para de-
tener el abuso y menoscabo de sus dere-
chos político-electorales.  

Y como la violencia política de género 
no ocurre únicamente durante periodo de 
campañas o procesos electorales, ni es un 
tipo de violencia a la que están expuestas 
exclusivamente las aspirantes, precandi-
datas o candidatas, en el primer semestre 
del año 2022, en el IEPC Tabasco dimos 
entrada a 7 procedimientos especiales 
sancionadores por la probable comisión 
de violencia política de género, solo una 
de ellas se resolvió la existencia de este 
tipo de violencia ejercida en contra de 
una legisladora que hoy en día está en el 
ejercicio de su cargo; dos procedimien-
tos continúan en trámite, y en cuatro de 
estos se determinó la incompetencia del 
IEPC Tabasco para conocer la controver-
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sia, turnándose al Tribunal Electoral y al 
Instituto Nacional Electoral para su reso-
lución.

La historia de un PES

Conservo en la memoria que, en el pa-
sado proceso electoral, ni siquiera ha-
bían comenzado las precampañas y ya se 
vislumbraban en los medios de comuni-
cación, las primeras manifestaciones de 
violencia política de género dirigidas por 
actores políticos con críticas hacia la ca-
pacidad de las mujeres para el desempeño 
de cargos de elección popular, basadas en 
cuestiones personales que, obviamente, 
no se hacen respecto a los varones.

	 La violencia política contra las 
mujeres puede ser perpetrada no solo por 
los actores políticos y no solamente en 
contiendas electorales, cualquier espa-
cio, ya sea público o privado, es propicio 
para estas conductas, y los entornos di-
gitales no son la excepción. Ahí la ciu-
dadanía, actores políticos, periodistas, 
columnistas, y en general, toda persona 
usuaria de las redes sociales y medios de 
comunicación, debe estar consciente de 
los alcances y repercusiones que lo que 
pudiera ser un simple comentario o pu-
blicación en redes sociales pueden tener, 
sobre todo cuando, bajo el amparo de la 
libertad de expresión en las plataformas 
digitales y medios de comunicación, pro-
liferan mensajes con contenido discrimi-
natorio, que reproducen estereotipos de 

género, ataques misóginos, y que poco a 
poco han convertido las redes sociales en 
espacios hostiles para las mujeres y co-
lectivos que participan en la vida política. 
Esto es violencia política de género con-
tra la mujer. 

	 Al respecto, echemos un vistazo 
al siguiente procedimiento especial san-
cionador que resolvimos en el Instituto 
Electoral, para reflexionar sobre los lí-
mites a la libertad de expresión, a la luz 
del derecho de las mujeres a una vida li-
bre de violencia. José Manuel Sepúlveda 
del Valle, ex candidato para la presiden-
cia municipal del municipio de Centro 
en el Proceso Electoral Local Ordinario 
2020-2021 —quien en el momento de los 
hechos se desempeñaba como diputado 
plurinominal de la Primera Circunscrip-
ción a la LXIII legislatura al Congreso de 
Tabasco— fue denunciado por actos de 
violencia política originados de las ma-
nifestaciones realizadas en una entrevista 
donde hizo comentarios estereotipados y 
discriminatorios hacia las mujeres —con-
cretamente a las que integran los colecti-
vos feministas o se consideran feminis-
tas—, que el IEPC Tabasco, al resolver 
el procedimiento especial sancionador 
PES/060/2021, declaró que sí constituían 
violencia política en razón de género y 
sancionó al denunciado. 

	 Sin embargo, la resolución del 
Consejo Estatal del IEPC Tabasco, fue 
impugnada y revocada por el Tribunal 
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Electoral de la entidad. Debido a esto, la 
afectada promovió el Juicio para la Pro-
tección de sus Derechos Político-Electo-
rales ante la Sala Regional del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federa-
ción con sede en Xalapa, Veracruz, auto-
ridad que resolvió de manera inesperada 
para el denunciado, porque confirmó la 
resolución emitida por el IEPC Tabasco 
y consideró que este órgano electoral, al 
resolver el asunto en cuestión, aplicó la 
perspectiva de género. 

	 Al analizar el discurso emitido por 
el denunciado, la Sala Regional Xalapa 
explicó que las manifestaciones hechas 
por el denunciado se encontraban fuera 
de los límites de la libertad de expresión, 
porque no emitió una opinión informa-
da, imparcial y, sobre todo, respetuosa de 
derechos humanos como es la dignidad e 
igualdad de las personas. 

	 La autoridad consideró que su 
discurso fue de odio porque discriminó 
y descalificó a las mujeres que ejercen 
su derecho de asociación a través de los 
movimientos feministas, pues se refirió al 
feminismo como un movimiento que di-
vide al matrimonio y que destruye al país, 
conformado por mujeres divorciadas que 
se ven obligadas a trabajar ante la ausen-
cia de un hombre que las mantenga o que 
gane lo suficiente para ello, por lo cual 
descuidan a sus hijos, quienes son vícti-
mas del consumismo al pasar todo su día 
en la televisión o las tabletas electrónicas. 

	 Además, es discriminatorio de las 
mujeres feministas, porque al decir que 
los grupos feministas se encuentran con-
formados por mujeres divorciadas, que 
tienen que trabajar para sostener a sus 
hijos, otorga una connotación negativa a 
esa situación de vida y genera una per-
cepción errónea en la sociedad respecto 
de las mujeres que son madres, divorcia-
das y feministas, como si estar divorcia-
da y trabajar para el sustento de los hijos 
fuera nocivo para la sociedad. 

	 Finalmente, aseveró que estuvo 
basado en estereotipos de género, porque 
el mensaje del denunciado perpetuó la 
concepción patriarcal y la asignación de 
roles de género, que ubican a las muje-
res en un plano de inferioridad frente a 
los hombres, que obstaculizan su partici-
pación y desarrollo político —o de cual-
quier ámbito—, restringiendo su papel al 
de ama de casa, encargada del cuidado y 
educación de los hijos.

	 El caso de José Manuel fue muy 
importante para la defensa efectiva de 
los derechos políticos de las mujeres de-
bido a que la denunciante era una mujer 
integrante del Frente Nacional Feminista 
Capítulo Tabasco y no candidata dentro 
del proceso electoral, es decir, no tenía 
aspiraciones políticas ni era mujer en el 
ejercicio del cargo, pero ante las mani-
festaciones del denunciado, se reconoció 
como mujer feminista en ejercicio de sus 
derechos político-electorales —específi-



49

Igualdad Política y Divergencia. Desde lo Local

camente, su derecho de asociación, am-
parado en el artículo 9 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexica-
nos— y al ser vulnerados, no dudó en 
acudir a las autoridades competentes para 
presentar su queja. 

	 Cabe señalar que la sanción im-
puesta al infractor consistió en una serie 
de medidas de reparación y garantías de 
no repetición, de las que se derivó su ins-
cripción en el registro estatal y nacional 
de Personas Sancionadas en Materia de 
Violencia Política contra las Mujeres en 
Razón de Género, donde su nombre per-
manecerá hasta el 30 de julio de 2027; 
también se le ordenó ofrecer en sus re-
des sociales una disculpa pública a la 
denunciante y al Frente Feminista de Ta-
basco4; y con el fin de evitar que incurra 
de nueva cuenta en conductas como la 
denunciada, se le ordenó asistir y partici-
par en un taller para reflexionar sobre sus 
conductas violentas, a fin de que adopte 
prácticas más equitativas (Resolución del 
PES/060/2021, p. 33-37).

	 Sin embargo, no pasa desaperci-
bido que el infractor, aunque quedó ins-
crito en los registros ya mencionados, 
actualmente se desempeña como servi-
dor público municipal, lo que nos deja 
reflexionando sobre las consecuencias de 

4	 En este enlace se puede consultar el tweet donde el infractor 
dio cumplimiento a la medida de reparación que se le ordenó 
en el resolutivo del PES/060/2021. https://twitter.com/sepul-
vedaJMSV/status/1526766312717942784?cxt=HHwWgICw
yen3lLAqAAAA 

aparecer en el padrón de infractores. Des-
de mi punto de vista, debería ser no solo 
un requisito de elegibilidad de tener un 
modo honesto de vivir, para quienes as-
piran a una diputación, a una presidencia 
municipal, o cualquier otro cargo de elec-
ción popular; estar sentenciado por haber 
incurrido en violencia política contra las 
mujeres debería considerarse un impedi-
mento para ocupar un cargo en el servicio 
público de cualquier nivel. 

Tareas pendientes para erradicar 
la violencia política de género en 
Tabasco. 

	 Una de las acciones imprescin-
dibles para erradicar el fenómeno de la 
violencia política contra las mujeres es 
─sin duda ─ no guardar silencio, es decir, 
denunciar. Por ello, nuestra tarea perma-
nente es hacer llegar información por to-
dos los medios posibles, sobre los canales 
que las personas víctimas de esta conduc-
ta tienen para denunciar, ante qué autori-
dad acudir y qué atención pueden brindar 
cada una de ellas, así como las acciones 
para prevenir este tipo de violencia, no 
solo en la postulación de candidaturas o 
el desarrollo de las campañas electorales, 
sino también en acceso y durante el des-
empeño del cargo. 

	 Hace algunos meses, en el Conse-
jo General del IEPC Tabasco aprobamos 
el Protocolo para la atención a víctimas 
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y la elaboración del análisis de riesgo en los casos de Violencia 
Política contra las Mujeres en Razón de Género, en el que que-
daron trazadas líneas de acción para mejorar la atención insti-
tucional de primer contacto con las víctimas, el establecimiento 
de un semáforo de riesgo, fundamental para desplegar acciones 
de concretas para la protección de la víctima, y estar en con-
diciones de diseñar planes de seguridad y la elaboración del 
análisis de riesgo conforme a las particularidades del caso. 

	 El reto es no retroceder ni quedarnos con lo que hasta 
ahora hemos logrado para prevenir, atender, sancionar, reparar 
y erradicar la violencia política de género. En ese camino toda-
vía nos queda pendiente construir criterios jurisdiccionales y 
reforzar las medidas para evitar que personas violentadoras —
sean estas por violencia familiar o doméstica; delitos sexuales, 
contra la libertad sexual o la intimidad corporal; que tengan un 
registro vigente como deudores alimentarios o morosos; o por 
haber incurrido en violencia política contra las mujeres— acce-
dan a cargos electivos u ocupen un puesto en la función pública. 

	 Quizás también es el momento de repensar en quién re-
cae la facultad de resolver los casos de violencia política contra 
las mujeres, pues lo ideal sería que el órgano administrativo 
electoral deje de ser juez y parte en estos procedimientos san-
cionadores, y trasladar la función de resolverlos al órgano de la 
justicia electoral, es decir, en el Tribunal Electoral de Tabasco. 
Ello significaría preservar la esencia de dichos procedimientos 
en esta materia —ser un medio eficaz para la protección de los 
derechos político-electorales de las mujeres que participan en 
la vida política— pues el organismo electoral administrativo 
se encargaría exclusivamente de integrar la investigación, y la 
sede jurisdiccional se centraría en la sanción y la reparación de 
los daños. Con todo ello daríamos un paso más para garantizar 
el ejercicio de los derechos políticos electorales de las mujeres 
en un ambiente libre de violencia en nuestra entidad.
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¿INMUNIDAD PARLAMENTARIA FRENTE A LA 
VIOLENCIA POLÍTICA CONTRA LAS MUJERES EN 

RAZÓN DE GÉNERO? REALIDADES Y RETOS
María Quintero y Paula Davoglio

La participación política de las mexicanas ha incrementa-
do significativamente en los últimos años, sin embargo, 
cambiar las estructuras violentas de exclusión es un pro-

ceso que lleva tiempo y genera diversos retos para las autorida-
des. Este artículo se enfoca en un desafío especifico: la frontera 
entre el derecho electoral y el parlamentario en casos de VPG, y 
cómo la estructura, las normas y el sistema que tenemos presen-
tan lagunas que pueden generar una situación de impunidad. Se 
desarrolla este análisis a partir del estudio de algunos preceden-
tes de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación (TEPJF) y de los criterios desarrollados por 
esta institución.  

Palabras claves:

	» Violencia política en razón de género

	» Derecho electoral

	» Derecho parlamentario

	» Criterios judiciales

	» Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 

Introducción

Las mexicanas, como casi todas las mujeres en el mundo, han 
liberado diversas batallas a lo largo de los años para participar 
en la vida pública. Uno de los principales obstáculos ha sido 
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romper con los roles de género y trans-
cender del espacio privado —que social 
y culturalmente le es asignado a las mu-
jeres— al espacio público. Transcender 
esta barrera no ha sido una tarea fácil. 

	 Al buscar una mayor participación 
política, las mujeres se han enfrentado, 
por ejemplo, a una falta de confianza de 
la dirigencia partidista en su capacidad 
como candidatas; una asignación insufi-
ciente de recursos para realizar sus cam-
pañas, y actos de violencia durante las 
elecciones y el desempeño de su cargo 
que son atribuibles a su condición de mu-
jeres.

	 Ante el reconocimiento de estos 
obstáculos, las autoridades han aplicado 
diversas medidas afirmativas para impul-
sar la igualdad material entre hombres y 
mujeres, como la reforma legislativa de 
2019 que garantizó la “paridad en todo”, 
y la de 2020 que tipificó la violencia po-
lítica en razón de género1. Estas medidas 
han cumplido un papel fundamental para 
lograr una mayor participación política 
de las mexicanas.  

	 Según los datos de la Unión Inter-

1	 El seis de junio del 2019 y el trece de abril del 2020, se apro-
baron dos reformas que reforzaron los objetivos buscados 
con la incorporación del mandato de paridad de género, que 
la reforma de 2014 introdujo en la legislación mexicana. La 
primera de ellas, conocida como la “paridad total”, incorporó, 
esencialmente, la obligación de que todos los órganos estata-
les -incluidos los autónomos- a todos los niveles, estén con-
formados paritariamente. La segunda, se caracteriza princi-
palmente por incorporar el concepto de la violencia política de 
género a la legislación. Además, la reforma de 2020 reforzó 
los objetivos buscados con la reforma de la “paridad total”.

parlamentaria (UIP) y ONU Mujeres de 
2021, México es uno de los países en la 
vanguardia de la inclusión de las muje-
res en los órganos legislativos federales, 
ocupando la sexta posición mundial con 
48,2 % de mujeres en la Cámara de Dipu-
tados y 49,2 % en el Senado2. Sin embar-
go, estos datos reflejan la realidad hasta 
el primero de enero de 2021 y hay una 
gran probabilidad de que México suba en 
este ranking mundial, porque por primera 
vez tenemos una integración paritaria del 
Congreso Federal. 

	 Aunque esos datos sean muy posi-
tivos, asegurar la participación política es 
apenas el primer paso. Para seguir cons-
truyendo un Estado paritario es necesario 
que las mexicanas puedan ejercer sus car-
gos libres de cualquier violencia ocasio-
nada por razón de su género.

1.	 La violencia política en razón de 
género (VPG)

Como ya se ha mencionado, las reglas 
formales e informales —presentes en to-
dos los ámbitos de la sociedad— han re-
plicado una estructura de desventaja para 
las mujeres que, desafortunadamente, se 
sintetiza en los estereotipos y se vuelve 
evidente en casos como la violencia polí-
tica en razón de género.

2	 Mujeres en la política: 2021 en ONU Mujeres. Accesible en: 
https://www.unwomen.org/sites/default/files/Headquarters/
Attachments/Sections/Library/Publications/2021/Women-in-
politics-2021-es.pdf
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	 El concepto y la regulación de este 
tipo de violencia en México se comenzó 
a desarrollar desde la emisión del Proto-
colo para Atender la Violencia Política 
Contra las Mujeres. Este documento se 
elaboró entre diversas autoridades electo-
rales y otros organismos, que retomaron 
criterios del TEPJF e incorporó los es-
tándares internacionales al respecto. Fue 
hasta 2020 cuando se realizó una reforma 
legal en la materia y se comenzó una re-
gulación expresa de este tipo de violen-
cia, la cual sigue tomando forma.

	 Con la reforma, de entre otros as-
pectos, se estableció una definición legal 
de este tipo de violencia, en el artículo 3°, 
párrafo 1, inciso k) de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales 
(LEGIPE) y en el artículo 20 Bis de la Ley 
General de Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia (LGAMVLV). 

	 En ellos se define que la violen-
cia política en razón de género es: “toda 
acción u omisión (incluida la tolerancia) 
basada en elementos de género y ejercida 
en la esfera de lo público o privado que 
tenga por objetivo o resultado limitar, 
anular o menoscabar: el ejercicio efectivo 
de los derechos políticos y electorales de 
una o varias mujeres; el acceso al pleno 
ejercicio de las atribuciones inherentes 
a su cargo, labor o actividad; o bien, el 
libre desarrollo de la función pública, la 
toma de decisiones y la libertad de orga-
nización”.

	 Como deja ver esta legislación, 
para determinar que existe un caso de 
violencia política de género se requieren 
acreditar los siguientes dos elementos: 
uno, que ocurrió una conducta u omisión 
que afecta los derechos políticos de una o 
varias mujeres; y dos, que esa conducta u 
omisión se basa en elementos de género; 
es decir, se dirigen a una mujer por ser 
mujer; le afecta de manera desproporcio-
nada o tiene un impacto diferenciado en 
ella del que tendría ante un hombre.

	 A pesar de la incorporación de este 
delito en la legislación, las denuncias de 
VPG han sido constantes durante los últi-
mos procesos electorales. 

	 Los casos de asesinatos de mujeres 
en el contexto de contiendas electorales, 
que durante el proceso de 2021 han pre-
sentado un incremento de 4.18 en térmi-
nos porcentuales con relación al proceso 
anterior, son los datos más extremos3. Sin 
embargo, la VPG puede manifestarse en 
cualquiera de los tipos de violencia reco-
nocidos en la Ley General de Acceso de 
las Mujeres a una Vida Libre de Violen-
cia (LGAMVLV): ya sea simbólica, ver-
bal, patrimonial, económica, psicológica, 
física y sexual.

	 Ahora bien, la resolución de los 
casos de VPG se vuelve particularmen-

3	 Integralia, “Violencia política en México. Septiembre 2020 – 
Abril 2021”. Disponible en: https://integralia.com.mx/web/
reporte-especial-incidentes-de-violencia-politica-en-mexico-
abril/
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te complicada cuando se confrontan con otros derechos funda-
mentales, como la libertad de expresión, y la inmunidad parla-
mentaria.

2.	 Límites entre la libertad de expresión e inmunidad par-
lamentaria: casos de VPG

Para comprender mejor el concepto de inviolabilidad o inmuni-
dad parlamentaria, es prudente remontarse al origen, “la primera 
lo ubica en el parlamentarismo medieval británico, en particular 
en las figuras del freedom of speech y del freedom from arrest 
or molestation; la segunda señala que el moderno significado de 
las garantías parlamentarias tendría su punto de arranque en la 
Francia revolucionaria”4

	 Ambas surgen con el objetivo de proteger la libertad de 
expresión en el discurso y decisiones parlamentarias, y para ga-
rantizar la independencia y en su caso contrapesos a la figura 
del Rey, y en ocasiones dejar sin efectos las órdenes de arresto 
por el ejercicio de esta función. Es decir, surge con la intención 
de generar una verdadera oposición y división del poder.

	 Las decisiones adoptadas en el ámbito parlamentario se 
sustentan primordialmente en razones de índole político. La 
inviolabilidad parlamentaria asegura a los legisladores y a las 
legisladoras plena libertad de expresión en su actividad profe-
sional, a fin de que sus intervenciones no estén sujetas a censura 
o persecución penal. 

	 Esta naturaleza conlleva a que no puedan ser materia 
de revisión por parte de una autoridad jurisdiccional.  Bajo esa 
premisa se justifican las jurisprudencias 34/2013 y 44/2014 del 
TEPJF, que tratan de la separación entre el derecho electoral y 
parlamentario. 

4	 http://archivos.diputados.gob.mx/Transparencia/articulo72/XIV/cedip/CEDIP-72-XIV-inviobali-
dadparlamentariasituacionamericalatina-1-2019.pdf
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	 Sin embargo, hay casos de VPG en los cuales esta sepa-
ración se vuelve borrosa y al no reconocer su capacidad para 
sancionar a los diputados y a los senadores, las autoridades 
electorales pueden dejar a las víctimas en un estado de indefen-
sión y a los infractores impunes. 

2.1.	 Precedentes de la Sala Superior del TEPJF 

Es lo que sucedió en el caso SUP-REC-109/2020 y acumula-
do resuelto el 15 de septiembre de 2020. En esta ocasión, un 
grupo de diputadas del estado de Morelos denunció haber sido 
víctimas de actos que vulneraban su derecho a ejercer el cargo, 
tales como: 	 discursos de diputados que afectaron su dignidad; 
difusión de memes y videos en su contra; despido de personal e 
integración inequitativa de las comisiones del Congreso local; y 
la separación de una diputada del grupo parlamentario de MO-
RENA, sin la debida garantía de audiencia. 

	 Las autoridades electorales consideraron que lo reclama-
do por las actoras formaba parte del derecho parlamentario y, 
por lo tanto, estaba fuera de su competencia.

	 Una minoría votó en contra, al concluir que para garan-
tizar el mandato de paridad total es necesario expandir la pro-
tección de los derechos político-electorales en contra actos que 
ocurren en los congresos y que obstruyen el desempeño de los 
cargos de las legisladoras y los legisladores. Eso bajo la justi-
ficativa jurídica de que el ejercicio del cargo es una derivación 
del derecho de ser votado. 

	 Sin embargo, aunque los congresos tengan la competen-
cia para sancionar a sus legisladores, no hay una garantía de que 
sí lo van a hacer con una perspectiva de género. 

	 Al revisar el Reglamento Interno, y el Código de Éti-
ca de la Cámara de Diputados, así como la Ley Orgánica del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se obser-
va que no hay una previsión legal sobre cómo deben sancionar 
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la VPG, solo se encuentran obligaciones 
generales que deben observar los y las le-
gisladoras, como no violar los derechos 
humanos y dirigirse con respeto y cor-
tesía a los demás diputados, diputadas e 
invitados, con apego a la normatividad 
parlamentaria. 

	 Por otro lado, también hay pre-
cedentes de la Sala Superior en los que 
se opta por analizar el fondo del asun-
to y aplicar las debidas sanciones, por 
ejemplo, en el “caso Noroña” (SUP-
RAP-20/2021) resuelto el 29 de enero de 
2021. 

	 En este caso, una diputada federal 
denunció las manifestaciones de un com-
pañero por VPG. Las expresiones discri-
minatorias no se realizaron durante una 
sesión parlamentaria, sino en un evento 
en el Congreso del estado de Tlaxcala. 
Este contexto llevó a que las autoridades 
electorales reconocieran su competencia 
para sancionar al diputado, porque de no 
hacerlo las manifestaciones quedarían 
impunes. Además, se argumentó que el 
evento no tenía un carácter parlamentario 
o legislativo, por lo que no el agresor no 
estaba amparado bajo la protección cons-
titucional.  

	 La Sala Superior también ha san-
cionado a un diputado federal por VPG en 
contra de una diputada transgénero (SUP-

REP-252/2022 Y SUP-REP-298/2022 
resueltos el 22 de junio de 2022). La di-
putada federal presentó dos quejas en las 
cuales denunció diversas publicaciones 
en la red social Twitter, así como dos in-
tervenciones que el diputado realizó en 
las sesiones de la Cámara de Diputados. 
La Sala Superior del TEPJF concluyó que 
solo las publicaciones constituyan VPG, 
porque no sucedieron en el ámbito de la 
función parlamentaria, y tampoco tenían 
una relación directa con su actividad par-
lamentaria. 

	 Además del reto de que se trataba 
de un diputado federal, ese caso presen-
tó la particularidad de que las manifesta-
ciones sancionadas se realizaron en redes 
sociales. Por un lado, toda declaración 
realizada por los ciudadanos en redes 
sociales debe presumirse como espon-
tánea y como un auténtico ejercicio de 
la libertad de expresión. Por el otro, las 
autoridades pueden y deben interferir en 
la expresión de ideas cuando éstas ata-
quen el entorno de pluralidad, diversidad 
e igualdad democrática; es decir, cuando 
incurran en discursos de odio.   Las parti-
cularidades del caso llevaron a que el Tri-
bunal Electoral sancionara las conductas 
tras un análisis profundo de los hechos y 
de un estudio de la afectación a todos los 
derechos fundamentales involucrados.
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Conclusiones

Las mujeres llevan años disputando su lugar en los espacios 
públicos, y aunque haya avances, los casos de violencia política 
de género evidencian que todavía hay un largo camino  por re-
correr en la construcción de una sociedad más igualitaria. 

	 Para impulsar un verdadero cambio cultural, la actuación 
de las instituciones públicas es fundamental. En este sentido, la 
inviolabilidad y la inmunidad parlamentaria no debe entenderse 
como justificación para tolerar expresiones que menosprecien a 
las mujeres. 

	 Estas no pueden quedar impunes, con independencia de 
cuál autoridad las sancione. 

	 Así, al analizar un caso de VPG e inmunidad parlamen-
taria es fundamental que las autoridades electorales tomen en 
cuenta todas las particularidades involucradas, para que antes 
de desechar la demanda, se aseguren de que habrá una autori-
dad responsable para sancionarlas. 

	 Los ejemplos presentados evidencian un avance en la 
consolidación de los criterios del TEPJF, lo que confiere mayor 
seguridad jurídica al sistema electoral y certeza para las vícti-
mas. Desde la justicia electoral se han desarrollado criterios y 
mecanismos para garantizar que se cumpla con las reglas pari-
tarias en la postulación de candidaturas, desincentivando actos 
de violencia política en razón de género. El objetivo de estas 
acciones debe ser fomentar un cambio a las reglas y en las insti-
tuciones, revirtiendo su efecto para aventajar a las mujeres y su 
participación política, lo que sin lugar a dudas incluye el ágora 
legislativa.



62

Referencias 

1.	 Código de Ética de la Cámara de Diputados

2.	 Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos

3.	 Reglamento Interno de la Cámara de Diputados

4.	 Integralia, “Violencia política en México. Septiembre 
2020 – Abril 2021”. Disponible en: https://integralia.com.
mx/web/reporte-especial-incidentes-de-violencia-politi-
ca-en-mexico-abril/

5.	 Inviolabilidad e inmunidad parlamentarias. La situación 
en América Latina  http://archivos.diputados.gob.mx/
Transparencia/articulo72/XIV/cedip/CEDIP-72-XIV-in-
viobalidadparlamentariasituacionamericalatina-1-2019.
pdf

6.	 Mujeres en la política: 2021 en ONU Mujeres. Acce-
sible en: https://www.unwomen.org/sites/default/files/
Headquarters/Attachments/Sections/Library/Publica-
tions/2021/Women-in-politics-2021-es.pdf



63

Igualdad Política y Divergencia. Desde lo Local





65

Igualdad Política y Divergencia. Desde lo Local

PANORAMA GENERAL DE LA VIOLENCIA POLÍTICA 
CONTRA LAS MUJERES EN LA CIUDAD DE MÉXICO

Sonia Pérez Pérez*1

*	 Maestra en Derecho, 
egresada de la Universi-
dad Nacional Autónoma 
de México. Actualmente 
Consejera del Instituto 
Electoral de la Ciudad de 
México.

Resumen

El proceso electoral 2020-2021 fue la 
primera oportunidad en la Ciudad de Mé-
xico de aplicar la reforma en materia de 
violencia política contra las mujeres en 
razón de género aprobada a nivel federal 
en abril de 2020 y, a nivel local, en julio 
del mismo año. Ello supuso grandes re-
tos para el Instituto Electoral de la Ciu-
dad de México, que no terminaron con el 
proceso electoral. Por lo que el ensayo se 
centra en contextualizar el panorama ge-
neral que se enfrentó para instrumentar el 
procedimiento especial sancionador por 
violencia política contra las mujeres en 
razón de género durante el proceso elec-
toral mencionado, así como los retos que 
enfrenta a la conclusión de éste. 
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Introducción

El 13 de abril de 2020 se publicó, en el Diario Oficial de la 
Federación, el decreto por el que se reformaron diversas leyes 
en materia de violencia política contra las mujeres en razón de 
género1, lo que constituyó un gran avance en la protección de 
los derechos político-electorales de las mujeres, ya que las dotó 
de un marco jurídico de protección en contra de conductas que 
las violenten.

	 Entre los aspectos más relevantes de la reforma, se en-
cuentran la definición legal de la violencia política contra las 
mujeres en razón de género (VPG), el catálogo de conductas 
susceptibles de constituir este tipo de violencia, los sujetos que 
la pueden cometer y las directrices bajo las cuales las conductas 
se sancionarían, tanto en el ámbito electoral como en el penal y 
el de responsabilidades administrativas.

	 En consonancia con lo anterior, el 29 de julio de 2020, a 
nivel local, se publicaron en la Gaceta Oficial de la Ciudad de 
México, reformas al Código de Instituciones y Procedimientos 
Electorales y a la Ley Procesal Electoral, en materia de pari-
dad, violencia política de género y violencia política contra las 
mujeres; en ellas se estableció que las autoridades locales rea-
lizarán sus funciones con perspectiva de género y enfoque de 
derechos humanos.

	 Tomando en consideración el nuevo marco legal, así 
como la situación de emergencia sanitaria que se vivió en nues-
tro país desde 2020, en el Instituto Electoral de la Ciudad de 
México (IECM) nos dimos a la tarea de reformar el Reglamento 
para el Trámite y Sustanciación de Quejas y Procedimientos de 
Investigación (Reglamento).

1	 Leyes Generales que se modificaron: 1. De Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia; 
2. de Instituciones y Procedimientos Electorales; 3. del Sistema de Medios de Impugnación en 
Materia Electoral; 4. de Partidos Políticos; 5. en Materia de Delitos Electorales y 6. General de 
Responsabilidades Administrativas, así como las Leyes Orgánicas: 7. de la Fiscalía General de la 
República y 8. del Poder Judicial de la Federación.
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Reformas normativas al interior del IECM

Con el objetivo prioritario de eliminar todos los posibles obstá-
culos que las mujeres pudieran enfrentar al presentar sus quejas, 
se estableció la posibilidad de presentarlas de manera presen-
cial o a través de correo electrónico, siempre y cuando se cum-
pliera con ciertos requisitos de procedibilidad, como la firma 
para poder acreditar la voluntad de la persona que denuncia, 
y acompañar los indicios o pruebas con los que se cuente para 
poder corroborar los hechos denunciados.

	 Asimismo, se previó que en los casos de VPG, la queja 
o denuncia puede ser interpuesta directamente por la víctima o 
por terceros, siempre que se cuente con el consentimiento ex-
preso de la primera, el cual puede manifestarse de manera ver-
bal o escrita. 

	 En ese sentido, también se estableció que cuando la que-
ja o denuncia sea interpuesta por terceras personas, la víctima 
tiene la posibilidad de realizar la ratificación de manera pre-
sencial o a través de videoconferencia, con lo que se generan 
acciones para privilegiar su mayor protección y se fomenta el 
uso de las tecnologías para dar celeridad a este tipo de asuntos.

	 De igual modo, se reguló la posibilidad de que si alguna 
mujer no cuenta con los medios económicos para solventar los 
servicios legales relacionados con las conductas que pretenda 
denunciar ante el Instituto, o bien, desconozca cómo presentar 
una queja, pueda acudir ante la autoridad electoral para solicitar 
asistencia y se instrumente un acta circunstanciada en la que la 
presunta víctima dé su testimonio de los hechos a denunciar, a 
fin de que el acta haga las veces de un escrito de queja, y así se 
pueda iniciar el procedimiento correspondiente y se dicten las 
medidas cautelares o de protección que fuesen necesarias. 

	 Otra de las medidas más relevantes de la reforma, fue la 
incorporación de las medidas de protección a favor de las vícti-
mas, las cuales pueden ser dictadas por la Comisión de Asocia-
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ciones Políticas, ya sea de oficio o a petición de parte; además, 
tanto éstas como las medidas cautelares, se dictan en un plazo 
de 24 horas, a partir de que se presenta la queja ante las áreas 
atinentes.

Panorama general de las quejas recibidas durante el proce-
so electoral 2020-2021

Durante el proceso electoral 2020-2021, en la Ciudad de Méxi-
co, fueron presentadas un poco más de 60 quejas en las cuales 
se denunció VPG, lo que sin duda generó un gran reto para el 
Instituto en aras de garantizar que cada una de las denuncias se 
atendiera con la celeridad que se requiere y maximizando en 
todo momento la protección de los derechos de las mujeres.

	 De las quejas recibidas, al menos 11 fueron presentadas 
por terceras personas en nombre de las presuntas víctimas, por 
lo que en dichos casos se solicitó la ratificación, pues al ser 
las faltas de VPG una afectación directa a la esfera personal 
de la víctima, se requiere su consentimiento para el inicio del 
procedimiento; pero ello no impidió que dentro de las 24 horas 
siguientes a la recepción de la queja se dictaran las medidas 
cautelares y/o de protección procedentes. 

	 Por otro lado, se concedieron medidas cautelares en al 
menos 15 asuntos; en uno de ellos se concedió, dada la urgencia 
y necesidad para proteger y garantizar el respeto a los derechos 
humanos de las mujeres, aun cuando la competencia para cono-
cer del fondo del asunto correspondía a otra autoridad.  

	 En estos casos, entre otras acciones, se ordenó el retiro 
y/o modificación de publicaciones y videos en redes sociales 
y páginas de internet, así como el retiro de frases en pintas de 
bardas, que se consideró podrían actualizar VPG.

	 En cuanto a tutela preventiva, ésta fue dictada en cerca 
de 10 asuntos, en algunos casos se ordenó a los denunciados 
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que en lo sucesivo se abstuvieran de realizar manifestaciones, 
expresiones o difusión de mensajes por cualquier medio, que 
pudieran constituir VPG en contra de las denunciantes, y en 
otros se ordenó tanto a particulares como al Gobierno de la Ciu-
dad y a las Alcaldías abstenerse de retirar propaganda que se 
encontraba en lugares permitidos, y que en caso de que estuvie-
ra en lugares prohibidos por la normativa electoral, debían dar 
aviso al Instituto.

	 Un dato relevante sobre las quejas relacionadas con re-
tiro de propaganda de candidatas, fue que las mismas se co-
menzaron a recibir a mediados de abril y fueron decreciendo en 
virtud de las medidas dictadas, por lo que la última se presentó 
a mediados de mayo; así, la recta final de las campañas estuvo 
libre de quejas por estas faltas.

	 Siguiendo con la tutela preventiva, en dos casos se orde-
nó a un partido político que otorgara a dos candidatas todas las 
prerrogativas inherentes a su candidatura, a fin de que pudieran 
desarrollar su campaña electoral, tal y como podría ser, finan-
ciamiento para campaña, recursos propagandísticos, apoyo de 
infraestructura, entre otros.

	 Asimismo, del total de quejas, en tres casos se ordenó 
dar vista a la Secretaría de Seguridad Ciudadana para que, en 
el ámbito de sus atribuciones, determinara lo que en derecho 
correspondiera respecto a la solicitud de medidas de seguridad 
a favor de la denunciante; de igual modo, en un caso se ordenó 
al probable responsable que se abstuviera de realizar actos di-
rectos o indirectos de intimidación o amenazas contra la promo-
vente, sus colaboradores o familia por cualquier medio. 

	 Por otro lado, como medida de protección, en un asunto 
se prohibió al presidente estatal de un partido político que se 
acercara o estableciera cualquier tipo de comunicación con la 
promovente, que pudiera constituir algún acto de violencia, in-
timidación o amenazas.
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	 Precisado lo anterior, es de resal-
tarse que en el proceso electoral adverti-
mos que entre más participan las mujeres 
en la vida pública, también aumenta la 
VPG; es decir, entre más mujeres ocu-
pan los cargos públicos, es preocupante 
advertir como se agudiza la violencia en 
diferentes modalidades, que les impiden 
ejercer plenamente sus derechos políti-
cos; por ello es muy importante visibili-
zarlo y analizar las problemáticas que se 
presentan.

	 Afortunadamente, lo anterior no 
impidió que en la Ciudad de México las 
mujeres accedieran a los cargos de elec-
ción popular, pues como se puede obser-
var en el Cuadernillo sobre la paridad 
en el Proceso Electoral Local Ordinario 
2020-20212 (editado por el IECM, 2022), 
ocho mujeres resultaron electas como Al-
caldesas en un total de 16 Alcaldías, de 
las 160 Concejalías, 82 son ocupadas por 
mujeres, y de los 66 escaños disponibles 
en el Congreso local, 35 fueron para mu-
jeres, lo que sin duda es un logro históri-
co para las mujeres de nuestra Ciudad.

Panorama general de las quejas recibi-
das posterior al proceso electoral

Por otro lado, es de resaltarse que si bien 
la defensa de los derechos de las muje-
res debe reforzarse durante los procesos 
electorales, lo cierto es que no se agota 
con la conclusión de estos; muestra de 

2	  Consultable en la página https://www.iecm.mx/www/sites/
paridad/Cuadernillo_Paridad_VF.pdf 

ello es que actualmente el IECM está re-
cibiendo quejas de VPG, en las que legis-
ladoras y titulares de órganos ejecutivos 
aducen que están siendo violentadas en el 
ejercicio del cargo, ya sea por otros legis-
ladores o por terceros, por lo que ahora 
toca tomar todas las medidas a nuestro 
alcance para que las mujeres en cargos de 
elección popular puedan ejercerlos libres 
de toda violencia.

	 Bajo este panorama, es claro que 
la aplicación de las nuevas disposiciones 
normativas en la materia ha requerido 
analizar cada caso con una visión renova-
da.

Áreas de oportunidad de la reforma

Derivado de la continua presentación de 
quejas de mujeres de VPG en el ejercicio 
del cargo, considero que existe un área de 
oportunidad respecto de un tema en parti-
cular, el cual consiste en dar claridad res-
pecto a la vía correcta para la atención de 
las denuncias de mujeres en el ejercicio 
del cargo, concretamente las que presen-
tan las diputadas del Congreso de la Ciu-
dad de México.

	 En efecto, como ya señalé, poste-
rior a que las legisladoras tomaron pose-
sión en su cargo, en el IECM se han pre-
sentado una serie de quejas en las cuales 
se denuncia VPG, respecto de hechos 
ocurridos durante el desarrollo de una se-
sión o al interior del recinto legislativo, 
conductas que desde el punto de vista de 
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las denunciantes les impide el ejercicio 
del cargo de manera libre. 

	 Al respecto, no existe duda de que 
el procedimiento especial sancionador es 
la vía para atender las quejas que se pre-
sentan por parte de alcaldesas y conceja-
las; pero, por otra parte, no es el mismo 
escenario para las diputadas respecto de 
hechos que se denuncian al interior del 
Congreso de la Ciudad de México.

	 Teniendo presente este panorama, 
si bien en el IECM hemos privilegiado el 
conocimiento de estas quejas desde una 
visión garantista en la aplicación de la 
reforma, lo cierto es que, por otra parte, 
existen diversos criterios jurisdiccionales 
orientados a que no son susceptibles de 
control en la vía electoral los hechos de 
VPG que se denuncian al interior de los 
congresos, al estar inmersos en el ámbito 
parlamentario.

	 En este sentido, la Sala Superior 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación ha sostenido en diversas 
sentencias3, que las expresiones que rea-
lizan en el ejercicio de su función las per-
sonas integrantes de una legislatura están 
protegidas por la Constitución, lo que no 
se traduce en ser totalmente permisivos 
con los mensajes en contra las mujeres, 
sino que el control de ese tipo de expre-
siones está fuera de la vía electoral y debe 
ser conforme a la normativa interna del 

3	  Entre otras, el SUP-JDC-441/2022 y acumulado.

legislativo que se analice si existe alguna 
infracción.  

	 Asimismo, dicho órgano ha preci-
sado que el citado criterio abona a crear 
mecanismos dentro del propio órgano le-
gislativo, para que sean las personas inte-
grantes de la legislatura las que determi-
nen la existencia o no de la irregularidad 
y sus posibles consecuencias, para inhibir 
la comisión de ese tipo de conductas.

	 En ese sentido, la Sala Superior 
considera que el hecho de que sean las 
propias legislaturas las que deban resol-
ver sobre la existencia de VPG cometida 
por una persona legisladora en ejercicio 
de sus funciones ofrece una solución in-
tegral a la impartición de justicia, frente 
al principio de inmunidad parlamentaria.

	 Como consecuencia de lo anterior, 
se han presentado casos en los que el Tri-
bunal Electoral de la Ciudad de México 
ha declinado competencia para conocer 
de procedimientos especiales sanciona-
dores de VPG que ya habían sido inicia-
dos y sustanciados por el IECM, deter-
minando que debe ser el propio órgano 
parlamentario quien conozca y resuelva 
dichas conductas4, ya que los hechos de-
nunciados ocurrieron durante el desarro-
llo de una sesión del Congreso y en me-
dio del debate parlamentario.

4	 Como es el caso del TECDMX-PES-039/2022, en el que el 
Tribunal Electoral de la Ciudad de México cita como prece-
dentes propios el acuerdo plenario identificado con la clave 
TECDMX-JLDC-022/2022 y la sentencia del expediente 
TECDMX-JEL-228/2022.
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	 En ese sentido, considero que aún queda definir con cla-
ridad las reglas y las instancias que tienen a su alcance las mu-
jeres legisladoras para denunciar actos que podrían constituir 
violencia política en razón de género al interior del Congreso, 
ya que como observamos actualmente, se encuentra sujeto a la 
interpretación de las diversas instancias jurisdiccionales electo-
rales, lo cual va en perjuicio de una debida atención de las de-
nuncias y la expeditez con la cual se deben atender estos casos.

	 Acorde con lo anterior, estimo necesario que la atención 
de este tipo de denuncias esté a cargo de un órgano permanente, 
autónomo, imparcial e independiente que conozca, investigue y 
sancione todo acto relacionado con VPG, cuando las legislado-
ras denuncien tal irregularidad al interior del Congreso.

	 Las anteriores características son necesarias, ya que las 
denuncias generalmente se presentan en contra de sus colegas; 
aunque también hemos observado algún caso en el que la con-
ducta se imputa a la Presidencia de la Mesa Directiva del ór-
gano legislativo, por lo que es evidente la necesidad de que la 
instancia que tenga a su cargo el conocimiento de las quejas 
deba conducirse con total imparcialidad y perspectiva de géne-
ro en la sustanciación y resolución de estos procedimientos; de 
lo contrario, existe la posibilidad de que el órgano resolutor se 
convierta en parte acusada y parte juzgadora.

	 Conforme a lo anterior, el establecer las reglas especí-
ficas y las facultades del órgano competente para conocer de 
estas quejas permitiría dar claridad a las legisladoras de las ins-
tancias ante la cuales  deben denunciar la citada irregularidad y, 
evitar con ello una larga cadena de impugnación en la cual, al 
final, se determine que son los congresos quienes deben atender 
las denuncias, sin que haya claridad en la sustanciación al inte-
rior de ese órgano, lo cual desnaturaliza la debida atención de 
estos casos.

	 Además, se debe evaluar la necesidad de crear meca-
nismos para dar seguimiento a la forma en que los congresos 
atendieron las denuncias, con la finalidad de conocer el avance 
que se tiene en la prevención, atención, sanción, reparación y 
erradicación de la VPG al interior de los mismos.
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Conclusiones

La reforma del año dos mil veinte constituye un gran avance en 
la protección de los derechos político-electorales de las mujeres, 
ya que las dotó de un marco jurídico de protección en contra de 
conductas que las violentan; sin embargo, las y los operadores 
jurídicos nos encontramos día a día con nuevos retos y, nuestro 
objetivo debe ser en todo momento maximizar la protección de 
los derechos de las mujeres para que participen en la función 
pública, libres de cualquier tipo de violencia.

	 El hecho de que las mujeres presenten quejas cuando es-
tán siendo violentadas es un signo de que conocen sus derechos 
y saben que hay instituciones que velan por protegerlos, lo de-
seable es que las mujeres vivamos y desempeñemos todas nues-
tras actividades sin importar su naturaleza, libres de cualquier 
tipo de violencia.

	 En ese sentido, desde mi perspectiva, el papel de las 
instituciones administrativas electorales en nuestro sistema de-
mocrático no debe entenderse sólo en el contexto de organizar 
elecciones, sino que deben considerarse también como institu-
ciones garantes de los derechos de las mujeres mediante la aten-
ción y tramitación de quejas por las cuales se denuncian hechos 
que pudieran constituir VPG. 

	 Ello, pues las autoridades electorales del país estamos 
obligadas a ser sensibles ante el reclamo de cualquier mujer 
que estime que sus derechos están siendo menoscabados por 
actos de violencia, a quitar los obstáculos del camino para que 
acceda a una justicia eficaz; a proporcionarle las herramientas 
para su defensa y conocer sus derechos y las diferentes formas 
de violencia. Esto respecto de todas las mujeres que aspiren a 
cualquier cargo, desde un cargo honorario hasta uno de elección 
popular. Esa es nuestra tarea y en eso continuaremos enfocando 
nuestro esfuerzo. 
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LA 3 DE 3 COMO INSUMO EN LA 
ESTRATEGIA DE ERRADICACIÓN DE 
LA VIOLENCIA POLÍTICA CONTRA 

LAS MUJERES EN RAZÓN DE GÉNERO

García Cuadras Gloria Icela
Maciel Sánchez Olga Viridiana

Han sido múltiples los esfuerzos desplegados por las 
autoridades electorales para que las Mujeres ejerzan 
sus derechos políticos electorales a plenitud. Desde la 

emisión de leyes de acceso a las mujeres a una vida libre de 
violencia, la tipificación de la violencia política contra las mu-
jeres en razón de género, las conductas que en materia electoral 
pueden constituir violencia política en razón de género, y los 
procedimientos y autoridades competentes para denunciarla y 
obtener resoluciones y/o sentencias que coadyuven con la eli-
minación de este tipo de violencia.   

	 Ante esto, los órganos electorales, tanto administrativos 
como jurisdiccionales, hemos puesto nuestro granito de arena. 

Acuerdo INE/CG691/2020
Uno de estos esfuerzos, fue el ACUERDO DEL CONSEJO GE-
NERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR 
EL QUE SE APRUEBAN LOS MODELOS DE FORMATOS 
“3 DE 3 CONTRA LA VIOLENCIA” A EFECTO DE PRE-
VENIR, ATENDER, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIO-
LENCIA POLÍTICA CONTRA LAS MUJERES EN RAZÓN 
DE GÉNERO, identificado como INE/CG691/2020 y publica-
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do en el Diario Oficial de la Federación el día 31 de diciembre 
de 2020, esto como una estrategia diseñada desde el Instituto 
Nacional Electoral y que aplicó para el proceso electoral con-
currente (federal y locales) de 2020-2021.

	 Este acuerdo además de establecer directrices para que 
los partidos políticos atiendan y erradiquen las acciones de 
violencia, particularmente dejó sentado, el requisito para cada 
persona postulada, de presentar una declaratoria, firmada bajo 
protesta de decir verdad, de no encontrarse con condena por 
alguno de los siguientes supuestos: 

a)	 	Violencia familiar y/o doméstica, o cualquier agresión 
de género en el ámbito privado o público.

b)	 Por delitos sexuales, contra la libertad sexual o la inti-
midad corporal.

c)	 	Como persona deudora alimentaria morosa que atente 
contra las obligaciones alimentarias, salvo que acredite 
estar al corriente del pago o que cancele en su totalidad 
la deuda, y que no cuente con registro vigente en algún 
padrón de deudores alimentarios.

Revisión Aleatoria 
Una vez efectuados los registros, el INE procedió a realizar una 
revisión aleatoria de los expedientes de las candidaturas regis-
tradas, para revisar si la presentación de la declaratoria bajo 
protesta de decir verdad era corroborable, y de un universo de 
6,962, la muestra consistió en 1,177 (822 hombres y 355 Muje-
res), y resolvió que en 3 casos, la declaratoria no era verídica, 
ya que se había encontrado a 3 personas que habían sido san-
cionadas por Violencia Política contra la Mujer en Razón de 
Género, correspondiendo a 2 hombres y 1 mujer. 
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Cancelación de tres Registros
Por lo anterior, el Consejo General del INE canceló los registros 
de los dos candidatos y la candidata a diputaciones federales, 
de los partidos Morena, PT y PVEM (Sinaloa) y PT (Morelos), 
respectivamente, por estar sancionados debido a violencia polí-
tica contra las mujeres y no cumplir con la 3 de 3 en materia de 
violencia de género.

	 Esto, a decir del propio presidente del Consejo General 
del INE, Dr. Lorenzo Córdova Vianello, resultaba la consecuen-
cia determinada en los lineamientos publicados en diciembre de 
2020, y que se dijo aplicarían para la jornada electoral de junio 
2021, además de ser una actuación congruente con el compro-
miso de erradicar la violencia política contra las mujeres.  

	 Lo anterior, en razón a que quienes no cumplan con la 3 
de 3 contra la violencia carecen de un Modo Honesto de Vivir, 
requisito indispensable para considerar que tienen su ciudada-
nía, esto como requisito constitucional para ser postulado de 
acuerdo con la Fracción I, del artículo 55 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y además, reforzan-
do tal determinación en la sentencia SX-JRC-140/20181, emiti-
da por la Sala Regional Xalapa donde canceló la candidatura a 
Presidente Municipal de San Juan Colorado, Oaxaca, por contar 
con sentencia condenatoria al haber incurrido  en violencia po-
lítica contra las Mujeres en Razón de Género. Sentencia que a 
la postre había sido confirmada por la Sala Superior del TEPJF. 

1	 Sentencia emitida por la Sala Regional Xalapa, del TEPJF, emitida dentro del SX-JRC-140/2018, 
localizable en el siguiente enlace: revocacion_SX-JRC-0140-2018.pdf (ieqroo.org.mx)
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Impugnación a la Cancelación de 
determinada por el INE 
SUP-RAP-138/2021 y acumulados2.

Ante la impugnación efectuada por las personas candidatas así 
como el partido que los postuló, la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, resolvió revocar 
el acuerdo el INE que cancelaba el registro de estas candidatu-
ras, debido a que consideró fundado el argumento relativo a que 
el órgano administrativo electoral carecía de atribuciones para 
determinar la pérdida del modo honesto de vivir de una perso-
na, señalando que ésta es una atribución que solo le compete a 
las autoridades jurisdiccionales o, en su caso, la autoridad que 
tenga competencia para resolver los procedimientos sanciona-
dores en materia de Violencia Política contra las Mujeres en 
Razón de Género.

	 Devolviendo así el registro a las tres personas quienes 
habían sido sentenciadas –con anterioridad a los registros de 
candidaturas- por Violencia Política contra la Mujer en Razón 
de Género; sin embargo, las sentencias de los tribunales res-
pectivos, no se pronunciaron acerca de la pérdida o no de esta 
condición. 

2	 Sentencia emitida por la Sala Superior del TEPJF, emitida dentro del SUP-RAP-138/2021 y acu-
mulados, localizable en el siguiente enlace: SUP-RAP-0138-2021 (te.gob.mx)
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Conclusiones

Si bien debemos reconocer los avances con que se cuenta ac-
tualmente en materia de atención, prevención, sanción y erra-
dicación de violencia contra la Mujer, en particular la violencia 
política en razón de género, tales como legislaciones, linea-
mientos, reglamentos, programadas institucionales etc; lo cier-
to es que aún no se logra generar este “escudo” para de manera 
contundente, evitar que un violentador ocupe un cargo público 
de índole electoral. 

	 Lo antes señalado, es debido a que las sentencias que 
se dictan en materia de violencia política en razón de género 
resulta que, aun estableciendo la configuración de una conduc-
ta transgresora, no incluyen elementos indispensables en dicha 
resolución, tales como incorporarse a los registros de personas 
sancionadas, en su caso la temporalidad que deben permanecer 
ahí, si pierden el modo honesto de vivir, etc; 

	 Estos elementos resultan de trascendental importancia 
para que las autoridades administrativas que es a quienes com-
pete el registro de candidaturas, cuenten con datos verídicos y 
firmes del status de la persona que aspira a una candidatura y 
con base a eso, tomar la determinación de la procedencia o ne-
gativa de registro. 

	 Por lo tanto, si la autoridad jurisdiccional omite pronun-
ciarse sobre la pérdida del modo honesto de vivir en los casos 
en que se acredite la comisión de violencia política contra las 
mujeres en razón de género, las instituciones administrativas 
electorales, estamos limitadas desde nuestro campo de actua-
ción, para determinar la improcedencia y/o cancelación de re-
gistros de candidaturas, por lo que es de suma importancia que 
se encuentre expresamente establecida la pérdida del modo ho-
nesto de vivir a quienes incurran en actos de violencia política 
contra las mujeres en razón de género en la legislación federal 
y locales. 



84

	 Sin duda, constituye un gran reto el lograr que esto se 
materialice, no obstante, desde esta gran Asociación Mexicana 
de Consejeras y ex Consejeras Electorales Estatales, quienes la 
conformamos, estamos convencidas en continuar incidiendo en 
que la legislación garantice el ejercicio de los derechos políti-
cos de las mujeres libre de toda violencia en su contra. 
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En el proceso electoral 2020-2021 
en lo que ve a las candidaturas 
de Diputaciones por Represen-

tación Proporcional1, el Consejo Ge-
neral del Instituto Nacional Electoral2, 
determinó a través de los acuerdos INE/
CG572/20203 e INE/CG18/20214, ac-

1	 En lo subsecuente RP 

2	 En lo sucesivo INE 

3	 Instituto Nacional Electoral, (noviembre2020) INE/
CG572/2020, ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL 
INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE SE 
APRUEBAN LOS CRITERIOS APLICABLES PARA EL 
REGISTRO DE CANDIDATURAS A DIPUTACIONES 
POR AMBOS PRINCIPIOS QUE PRESENTEN LOS PAR-
TIDOS POLÍTICOS NACIONALES Y, EN SU CASO, LAS 
COALICIONES ANTE LOS CONSEJOS DEL INSTITU-
TO, PARA EL PROCESO ELECTORAL FEDERAL 2020-
2021. Disponible en https://repositoriodocumental.ine.mx/
xmlui/bitstream/handle/123456789/115204/CGex202011-
18-ap-7.pdf

4	 Instituto Nacional Electoral, (enero 2021) INE/CG572/2020, 
ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO 
NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE EN ACATA-
MIENTO A LA SENTENCIA DICTADA POR LA SALA 
SUPERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER 
JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN EN EL EXPEDIENTE 
SUP-RAP-121/2020 Y ACUMULADOS, SE MODIFICAN 
LOS CRITERIOS APLICABLES PARA EL REGISTRO 
DE CANDIDATURAS A DIPUTACIONES POR AMBOS 
PRINCIPIOS QUE PRESENTEN LOS PARTIDOS POLÍTI-
COS NACIONALES Y, EN SU CASO, LAS COALICIO-
NES ANTE LOS CONSEJOS DEL INSTITUTO, PARA EL 
PROCESO ELECTORAL FEDERAL 2020-2021, APRO-
BADOS MEDIANTE ACUERDO INE/CG572/2020. Dis-
ponible en https://repositoriodocumental.ine.mx/xmlui/bits-
tream/handle/123456789/116389/CGex202101-15-ap-12.pdf

LA CONSULTA REALIZADA POR EL INSTITUTO 
NACIONAL ELECTORAL A PERSONAS, PUEBLOS Y 

COMUNIDADES INDÍGENAS A FIN DE DETERMINAR 
LA AUTOADSCRIPCIÓN CALIFICADA PARA LA 

POSTULACIÓN DE CANDIDATURAS
Mtra. Araceli Gutiérrez Cortés*1

*	 Consejera Electoral del 
Instituto Electoral de Mi-
choacán y Vocal Interna 
del Comité Editorial.
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ciones afirmativas para personas indígenas, en las que, determi-
nó a que los partidos políticos debían postular 9 fórmulas, de las 
cuales, 5 debían ser para mujeres.

	 En este orden de ideas, el Consejo General llevó a cabo 
el cómputo total de la votación obtenida, declaró la validez de 
la elección de diputaciones por el principio de RP y realizó la 
asignación de los curules correspondientes a los partidos polí-
ticos nacionales, se procedió a identificar y analizar los casos 
de candidaturas que fueron postuladas por ambos principios, de 
los cuales se siguió el orden de las listas de registro, lo que tuvo 
como resultado por el principio de RP en la posición número 
siete de la lista del Partido Acción Nacional de la cuarta cir-
cunscripción, la fórmula integrada por Oscar Daniel Martínez 
Terrazas y Raymundo Bolaños Azocarde, propietario y suplente 
respectivamente, mismos que se ostentaron como acción afir-
mativa de personas indígenas.

	 En virtud de lo anterior, la comunidad de la que los en-
tonces candidatos antes mencionados señalaron ser parte, negó 
haber expedido una constancia en favor de ellos, para represen-
tarlos ni a favor de algún partido político, señaló que dichas per-
sonas no habían realizado trabajo en favor de dicha comunidad, 
ni participado en comisiones o grupos de trabajo relacionados, 
así mismo exhibió pruebas suficientes e idóneas para corroborar 
lo dicho; por lo que, la controversia primordial versó sobre la 
falta de cumplimiento del requisito de auto adscripción califica-
da a partir del cual es posible que una persona sea postulada por 
una acción afirmativa para personas indígenas. 

	 Es así que el 28 de agosto del año dos mil veintiuno la 
Sala Superior, dentro del Recurso de Reconsideración identifi-
cado con la clave SUP-REC-1410/2021 Y ACUMULADOS5, 
determinó revocar las constancias de asignación otorgadas a los 
ciudadanos antes citados, ya que les fue desvirtuada su calidad 

5	 Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, (agosto 2021) Sentencia 
dentro del Recurso de Reconsideración SUP-REC-1410/2021 Y ACUMULADOS. Disponible 
en: https://www.te.gob.mx/Informacion_juridiccional/sesion_publica/ejecutoria/sentencias/SUP-
REC-1410-2021.pdf
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de personas indígenas. 

	 En este contexto, Sala Superior, al detectar tal situación 
ordenó al INE que, en un plazo de seis meses contados a partir 
del día siguiente a la legal notificación de la sentencia de mérito, 
elaborara lineamientos que permitan verificar de manera certe-
ra el cumplimiento de la auto adscripción calificada, a efecto 
de que desde el momento del registro se cuenten con elemen-
tos idóneos que permitan acreditarla. Sin embargo, ante la falta 
de insumos para la elaboración de los citados Lineamientos, se 
promovió un incidente de prórroga para cumplimiento de sen-
tencia, misma que fue concedida por la Sala Superior en marzo 
de dos mil veintidós y se indicó que en la elaboración de los 
Lineamientos se debía contar con la participación plena de los 
pueblos y comunidades indígenas, conforme a los estándares 
internacionales en la materia.

	 En cumplimiento a lo anterior, el INE, aprobó la reali-
zación de la consulta previa, libre, e informada a las personas, 
pueblos y comunidades indígenas en materia de auto adscrip-
ción, para la postulación de candidaturas a cargos federales de 
elección popular y su protocolo6; la cual, tuvo por objeto reci-
bir opiniones, propuestas y planteamientos de las personas in-
dígenas mexicanas residentes en el país de forma individual o a 
través de autoridades tradicionales, comunitarias e instituciones 
representativas.  

	 Por consiguiente, se emitió una convocatoria, y su ex-
tracto en la que se hizo del conocimiento las etapas del pro-
cedimiento (convocatoria, informativa, deliberativa, consulti-
va, valoración de las opiniones y sugerencias; conclusiones y 
dictamen)7. De igual forma en el mismo acuerdo, se aprobó el 

6	 Instituto Nacional Electoral, (mayo 2022) INE/CG347/2022, ACUERDO DEL CONSEJO 
GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE SE APRUEBA LA 
REALIZACIÓN DE LA CONSULTA PREVIA, LIBRE E INFORMADA A LAS PERSONAS 
INDÍGENAS, PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS EN MATERIA DE AUTOADS-
CRIPCIÓN, PARA LA POSTULACIÓN DE CANDIDATURAS A CARGOS FEDERALES DE 
ELECCIÓN POPULAR Y SU PROTOCOLO. Disponible en https://repositoriodocumental.ine.
mx/xmlui/bitstream/handle/123456789/135107/CGex202205-17-ap-2.pdf

7	 Instituto Nacional Electoral, CONVOCATORIA A LAS PERSONAS INDÍGENAS, PUEBLOS 
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cuestionario a través de una serie de preguntas para identificar 
el perfil de la persona que participaba en la consulta siendo así 
una guía para conocer la opinión de ellas.

	 En consecuencia, se llevaron a cabo dichas consultas, 
concretamente 135, de las cuales 103 fueron distritales y 32 
estatales8. En las cuales, los principales acuerdos a los que se 
llegó, por ejemplo en el estado de Zacatecas fueron 9:

	ü Que la consulta no sea únicamente a las representa-
ciones y que se realice en un lugar acordado, es decir, 
que el INE se acerque directamente a las localidades y 
platique con la comunidad.

	ü Que quien intente acceder a candidaturas, no solamen-
te se acredite como indígena, sino que demuestre un 
vínculo real con la comunidad y que ésta lo reconozca; 
además de que el reconocimiento sea de acuerdo con 
los usos y costumbres y mediante asambleas generales 
comunitarias.

	ü Que los derechos de las comunidades no se afecten 
por intereses partidistas; la participación no debe limi-
tarse únicamente al ámbito de los partidos políticos.

	ü Aunque no le compete al INE, se dará vista al Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) para que 
obtenga datos más certeros en cuanto a la cantidad de 
habitantes indígenas que hay en la entidad.

Y COMUNIDADES INDÍGENAS CON INTERÉS EN PARTICIPAR EN LA CONSULTA 
PREVIA, LIBRE E INFORMADA EN MATERIA DE AUTOADSCRIPCIÓN PARA LA POS-
TULACIÓN DE CANDIDATURAS A CARGOS FEDERALES DE ELECCIÓN POPULAR. 
Disponible en: https://repositoriodocumental.ine.mx/xmlui/bitstream/handle/123456789/136344/
CGor202205-31-ap-20-EC.pdf

8	 Instituto Nacional Electoral. Consulta previa, libre e informada a personas, pueblos y comunida-
des indígenas en materia de autoadscripción calificada para la postulación de candidaturas a car-
gos federales de elección popular. Disponible en: https://ine.mx/ actores-politicos/candidaturas-
indigenas-consulta/

9	 Instituto Nacional Electoral, Obtiene INE Zacatecas opiniones de comunidades indígenas respecto 
al acceso a candidaturas federales de elección popular. Disponible en: https://centralelectoral.ine.
mx/2022/07/19/obtiene-ine-zacatecas-opiniones-de-comunidades-indigenas-respecto-al-acceso-
a-candidaturas-federales-de-eleccion-popular/
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En la actualidad y hasta la emisión del presente no se han emi-
tido Lineamientos, sin embargo, el INE ha informado que soli-
citaron una prórroga para la emisión de los Lineamientos res-
pectivos, de tal manera que para la postulación de candidaturas 
en el siguiente proceso electoral federal se tengan claros los 
parámetros que serán considerados para acreditar la auto ads-
cripción indígena.








